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Ciudad de México. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día [****] de septiembre de dos mil veinte.

VISTOS, para resolver las acciones de inconstitucionalidad identificadas al rubro; y,

S E N T E N C I A

Mediante la que se resuelven la Acción de Inconstitucionalidad 146/2020 y sus acumuladas 149/2020, 151/2020 y 162/2020, promovidas, respectivamente, por el Partido de Baja California, el Partido Revolucionario Democrática (PRD), el Partido Acción Nacional (PAN), y el Partido Revolucionario Institucional (PRI), en contra del Decreto número 74, mediante el cual se aprobó la reforma de los artículos 16, 78 y 80 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California, número 33 especial, Tomo CXXVII, publicado en el Periódico Oficial del referido Estado el dieciséis de junio de dos mil veinte.


R E S U L T A N D O

1. PRIMERO. DEMANDAS. Las cuatro demandas de las respectivas acciones de inconstitucionalidad se promovieron en contra del Decreto Número 74 (supra), las cuales fueron presentadas de la siguiente manera: 

	Fecha de presentación y lugar:
	Acción y promovente

	Catorce de julio de dos mil veinte. Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), a través de su sistema electrónico.
	Acción de inconstitucionalidad 146/2020.
Partido de Baja California, por conducto de Mario Conrad Favela Díaz, quien se ostentó como Presidente del Comité Ejecutivo Estatal del Partido de Baja California.

	Dieciséis de julio de dos mil veinte. Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la SCJN, a través de su sistema electrónico.
	Acción de inconstitucionalidad 149/2020.
Partido de la Revolución Democrática, por conducto de Aida Estephany Santiago Fernández, Adriana Díaz Contreras, Karen Quiroga Anguiano, Ángel Clemente Ávila Romero y Fernando Belauzaran Méndez, ostentándose como integrantes de la Dirección Nacional Extraordinaria del Partido de la Revolución Democrática.

	Dieciséis de julio de dos mil veinte. Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la SCJN a través de su sistema electrónico.
	Acción de inconstitucionalidad 151/2020.
Partido Acción Nacional, por conducto de Marko Antonio Cortés Mendoza, ostentándose como Presidente del Comité Ejecutivo del Partido Acción Nacional.

	Dieciséis de julio de dos mil veinte. Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la SCJN a través de su sistema electrónico.
	Acción de inconstitucionalidad 162/2020. 
Partido Revolucionario Institucional, por conducto de Rafael Alejandro Moreno Cárdenas, ostentándose como Presidente del Comité Ejecutivo Nacional del Partido Revolucionario Institucional[footnoteRef:1]  [1:  La cual se presentó con la firma electrónica de María Lucila Monjardín Castillo, situación que fue subsanada posteriormente (ver apartado de Legitimación). ] 



2. SEGUNDO. AUTORIDADES DEMANDADAS. Las aprobaciones y promulgaciones a las reformas a la Constitución local impugnadas se emitieron por el Poder Legislativo o XXIII Legislatura del Congreso o Congreso y se promulgó por el Poder Ejecutivo o Gobernador,[footnoteRef:2] todos del Estado Libre y Soberano de Baja California. [2:  Cabe señalar que la falta de promulgación por parte del Gobernador del Estado corresponde también a un concepto de invalidez, el cual se resuelve en el aparatado sobre Procedimiento Legislativo. ] 


3. TERCERO. NORMAS GENERALES IMPUGNADAS: Se hace notar que los cuatro partidos políticos actores impugnan la invalidez del Decreto No. 74, mediante el cual se aprobó la reforma a los artículos 16, 78 y 80 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California, número 33 especial, Tomo CXXVII, publicada en el Periódico Oficial del citado Estado el dieciséis de junio de dos mil veinte, los referidos artículos textualmente señalan lo siguiente:

“Artículo 16.- […]

[…]

Para ser electo Diputado de manera consecutiva, no será necesario que el funcionario interesado, solicite licencia para separarse del cargo.

Durante los periodos de campaña respectiva, quien pretenda reelegirse de manera consecutiva, debe ponderar los siguientes supuestos:

I.- No podrá recibir emolumentos o salarios, dietas, apoyos para gestión social o cualquier otra que se le asimile, independientemente de la obligación de continuar en el desempeño del cargo para el cual ha decidido participar en elección consecutiva.

II.- No podrá utilizar recursos públicos que les correspondan por el ejercicio de su encargo para promover o influir de manera alguna en el voto a su favor o en contra de algún candidato.

III.- No podrá ocupar al personal adscrito a la nómina del Congreso del Estado durante su horario laboral para realizar actos de campaña.

IV.- No podrá estar presente en actos públicos relacionados con la entrega de beneficios derivados de programas sociales promovidos en su encargo.

V.- No podrá condicionar la entrega de recursos provenientes de programas públicos en ninguna circunstancia.

VI.- No podrá promocionar o publicar las acciones de beneficio social realizadas en el periodo que comprende, desde el inicio de las campañas hasta la conclusión de la jornada electoral.

VII.- Las demás prohibiciones o limitaciones que determinen las leyes aplicables en la materia.

[…]
Artículo 78.- […]

[…]
Para ser electo Presidente Municipal, Regidor o Síndicos de un ayuntamiento, de manera consecutiva, no será necesario que el funcionario interesado, solicite licencia para separarse del cargo.

Durante los actos de precampaña o campaña respectiva, quien pretenda participar en una elección consecutiva, deberá abstenerse del uso de recursos públicos en los términos que prevé el artículo 16 de esta Constitución y 9 TER de la Ley para el Régimen Municipal para el Estado de Baja California, además en el periodo de campaña, no podrán recibir emolumentos o salarios, dietas, apoyos para gestión social o cualquier otra que se le asimile, independientemente de la obligación de desempeñar el cargo para el cual ha decidido participar en elección consecutiva.

[…]

Artículo 80.- […]

I a la III.- […]

IV.- No tener empleo, cargo o comisión en el Gobierno Federal, estatal o municipal, en los organismos descentralizados municipales o estatales, e instrucciones educativas; salvo que se separen, en forma provisional, noventa días antes del día de la elección.

Tratándose de la elección consecutiva, se estará a lo que establece el artículo 78 de esta Constitución.

V.- […]

TRANSITORIOS

ÚNICO.- La presente reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado de Baja California.
DADO en el Salón de Sesiones “Lic. Benito Juárez García” del H. Poder Legislativo del Estado de Baja California, en la Ciudad de Mexicali, B.C., a los dieciséis días del mes de junio del año dos mil veinte. 

4. CUARTO. CONCEPTO DE INVALIDEZ Y CONTEXTO. Los promoventes en sus conceptos de invalidez, manifestaron en síntesis, que:

5. I. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 146/2020. PARTIDO DE BAJA CALIFORNIA 

· HECHOS: En el Estado de Baja California antes de marzo de dos mil veinte, los procesos electorales iniciaban en septiembre anterior a la fecha de las elecciones, ello conforme a lo previsto en el artículo 5, párrafo quinto de la Constitución Política del citado Estado. El dieciséis de junio de citado año, se publicó en el Diario Oficial de la entidad el Decreto No. 74, mediante el cual se aprobó la reforma a los artículos 16, 78 y 80 de la referida constitución, en donde se estableció que los funcionarios públicos que quisieran reelegirse en el cargo que ocupan, no están obligados a separarse de su cago mientras contienden por su reelección. (F. 3).
· Solicitó conforme a lo previsto en el artículo 9º bis de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que se resuelva si el presente caso encuadra en alguno de los supuestos señalados en tal precepto y en caso de ser así resuelva urgentemente la acción de inconstitucionalidad; es decir, si no se resuelve urgentemente, podría resolverse después del periodo que tendrían los funcionarios públicos, que opten por reelección en caso de declarase la inconstitucionalidad de la norma impugnada. 
· El Partido Político de Baja California participa en el proceso electoral de dos mil veintiuno y que el decreto impugnado le causa perjuicio, ya que éste trae como consecuencia que los funcionarios públicos que quieran reelegirse en el cargo en el que ocupan, no tienen la obligación de separarse del cargo mientras contienden por su reelección. (f. 1 y 2 del anexo I).
CONCEPTOS DE INVALIDEZ
· PRIMERO.- El Decreto impugnado que tiene como consecuencia la no separación del cargo de los Diputados y miembros de los Ayuntamientos actuales, en caso de que optaran por la reelección de su cargo, violenta el principio de irretroactividad previsto en el artículo 14 constitucional,[footnoteRef:3] así como la obligación de legislar de los Congresos locales de forma correcta conforme a lo previsto en el artículo 116 de la Constitución Federal,[footnoteRef:4] especialmente en el transitorio ÚNICO de la reforma que se declara su inconstitucionalidad,[footnoteRef:5] por existir omisión legislativa; pues de los referidos artículos se desprende que a ninguna norma se le dará efecto retroactivo, excepto en materia penal, cuando la norma de fondo le beneficie al reo; además que las legislaturas de los Estados deben crear leyes conforme a los principios establecidos en la Constitución Federal, por lo que si el transitorio único de la ley impugnada establece que entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial del Estado, se advierte que el legislador omitió aclarar que tal norma conforme al principio de irretroactividad de las leyes, adquiría vigencia el día siguiente de su publicación y que la misma no puede ser aplicada a los Diputados de la legislatura que la aprobaron. (F. 4 y 5) [3:  Art. 14.- A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna.
Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.
En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata.
En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta se fundará en los principios generales del derecho.]  [4:  Art. 116.- El poder público de los Estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.
Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:
[…].]  [5:  ÚNICO.- La presente reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado de Baja California.] 

· Conforme al criterio del Tribunal Pleno al resolver la Controversia Constitucional 14/2005, resuelta el tres de octubre de dos mil cinco por unanimidad de diez votos, en la que se determinó que existen cuatro supuestos en los cuales las legislaturas pueden incurrir en omisiones legislativas y que en el caso concreto existió una omisión relativa ante una competencia potestativa, es decir que en ejercicio de sus facultades el Congreso modificó la Constitución del Estado de Baja California, sin embargo lo hizo de forma incompleta, al incumplir con un mandato constitucional, como lo es el de respetar el principio de irretroactividad. (F. 6) 
· La omisión legislativa respecto al transitorio ÚNICO de la reforma combatida violenta el principio de irretroactividad de las normas, porque debió aclararse que la reforma en cita, no sería aplicable a los legisladores y Presidentes Municipales que están actualmente en el cargo, porque éstos al aceptar y protestar su cargo, les eran aplicables las reglas vigentes al momento del inicio del cargo; es decir, la norma que establecía que debían separarse de su cargo cuando menos 90 días en caso de reelección antes del inicio de la campaña electoral, por lo cual el querer aplicar dicha norma reformada sobre actos pasados, violenta el artículo 14 de la Constitución Federal. (F. 8 a la 10)
· SEGUNDO.- Los artículos 16, 78 y 80 de la Constitución Política del Estado de Baja California reformados mediante el Decreto impugnado, son inconstitucionales ante los vicios presentados en el proceso legislativo, violando los artículos 29 y 30 del mismo ordenamiento legal, así como los diversos numerales 120 y 125 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo de ese Estado y en consecuencia vulnera los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal. Tales vicios consistieron en que no fueron citados el Instituto Estatal Electoral ni el Tribunal de Justicia Electoral del Poder Judicial, ambos del Estado de Baja California a comisiones, para que emitieran su punto de vista respecto a la reforma en materia electoral, no fue discutida debidamente dado que no existió debate dentro del Congreso local ni dentro de Comisiones. (F. 13 a la 16).

6. II. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 149/2020. PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA 

· ANTECEDENTES: Señaló que el diez de junio de dos mil once se publicó en el Diario Oficial de la Federación, diversas reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de derechos humanos, en especificó a las que refieren a que cada Estado debe reconocer, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, mediante un control de convencionalidad ex officio en consonancia con un modelo de control difuso. (F. 7 y 8).
· El diez de febrero de dos mil catorce, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto por el que se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Constitución Federal en materia política – electoral, entre ellos las disposiciones relativas a la figura de la reelección. El veintitrés de mayo del mismo año, se publicó en el Diario Oficial de la Federación la expedición de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y a Ley General de Partidos Políticos. (F. 8).
· El dieciséis de junio de dos mil veinte, se publicó en el Diario Oficial del Estado de Baja California el Decreto número 74, Tomo CXXVII, número 33. Número especial, mediante el cual se aprobó la reforma a los artículos 16, 78 y 80 de la Constitución Política del citado Estado. (F. 8).
· Previo a exponer los conceptos de invalidez, señaló que el Decreto No. 74, mediante el cual se aprobó la reforma a los artículos 16, 78 y 80 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California, número 33 especial, Tomo CXXVII, publicada en el Periódico Oficial del citado Estado el dieciséis de junio de dos mil veinte, es ilegal, al dar un trato desigual a los contendientes a ocupar un cargo de elección popular, dado que existen personas que participen por primera vez quienes se enfrentaran con diputados que cuentan con carrera política dentro de un Congreso. 
· La reforma está basada en disposiciones que regulan tratos diferentes entre los participantes a ocupar el mismo puesto en el mismo proceso electoral, lo que vulnera la equidad e imparcialidad en las competencias electorales, ya que las reglas para los diputados, presidentes municipales, síndicos y regidores que pretendan reelegirse se les permite permanecer en su cargo durante el proceso electoral, lo que irrumpe la equidad en la contienda con aquellos candidatos que se encuentran en su misma situación corriendo el riesgo fundado de que su participación sea ilegal en la equidad de la contienda, además de que se pretende hacer imparcial usos de recursos públicos del Estado provocando una competencia en ventaja frente a los que contienden en el proceso electoral a ocupar el cargo por primera ocasión. (F. 4 y 5)

CONCEPTOS DE INVALIDEZ
· ÚNICO.- Conforme a lo previsto en los artículos 115 fracción I y 116 fracción II, de la Constitución Federal, los Estados deberán incluir en sus constituciones la figura de reelección consecutiva tomando como parámetro lo que la norma superior establece, sin que ello implique que en ejercicio de sus facultades configurativas puedan establecer precisiones y reglas que sean tomadas a partir de un contexto electoral sin afectar lo dispuesto por la norma de mayor jerarquía, pues en caso de no tomar en cuenta las disposiciones constitucionales existe la colisión de normas afectando las contiendas electorales, y para evitar daños se han dado criterios como lo es que los servidores públicos deben separarse del cargo durante el proceso electoral y no empañar las reglas del proceso electoral. (F. 13).
· Lo previsto en el artículo 16 de la Constitución Política del Estado de Baja California reformado, respecto a que el servidor público que pretenda reelegirse como diputado no será necesario su separación del cargo que ocupa, transgrede los principios de equidad, certeza, imparcialidad, igualdad y objetividad, ya que en la contienda electoral permite que los servidores que tengan un cargo de diputado se presenten al Congreso por la mañana a trabajar o durante las Comisiones y posteriormente salir a la calle con la misma investidura a realizar proselitismo frente a la ciudadanía y realizar gestiones ante las autoridades administrativas, jurisdiccionales u otras, y con ello existe favoritismo frente a los órganos de gobierno ante quienes gestione alguna problemática o necesidad que se le haya solicitado, existiendo desigualdad entre los servidores públicos y aspirantes a obtener una candidatura por primera ocasión. (F. 17).
· La reforma a la Carta Magna que introduce la figura de la reelección no establece especificaciones que la regulen de tal manera que su aplicación no transgreda principios básicos electorales, por lo que se considera que la legislatura Estatal al momento de reformar dicho mandato debió atender las circunstancias contextuales que se exigen para tener reglas claras como la separación del cargo por parte del diputado, presidente municipal, regidor y síndico que pretendan reelegirse, pues atendiendo a la certeza, objetividad e imparcialidad que rigen la materia electoral, es que el poder constituido debe tomar en cuenta principios que rigen la materia electoral en beneficio de la colectividad quienes en algún momento se verán afectados en la incertidumbre de que un servidor público se presenta a laborar en el Congreso y en las Comisiones u otro que exija su encargo como diputado, presidente municipal, síndico o regidor y por el otro en el mismo periodo del proceso electoral se presenten como candidatos, realizando proselitismo electoral contendiendo para el mismo espacio de gobierno. (F. 19).
· Es inequitativo, desigual e imparcial que un candidato que se registra por primera ocasión en la contienda se vea en desventaja frente a quienes se pretender reelegir para ocupar el mismo puesto cuando ha tenido la oportunidad de demostrar en radio, televisión y en eventos como lo es la presentación de su informe de gobierno u otro, por ello debe exigirse que dichos funcionarios dejen su cargo durante el proceso electoral y sea la ciudadanía quien decida si refrenda su trabajo o lo repruebe el día de la jornada electoral. (Págs. 19 y 20)
· Para que la figura de reelección sea clara y funcional el constituyente en los artículos 115 y 116 de la Constitución Federal estableció que las reelecciones de presidentes municipales, síndicos o regidores sería por un periodo adicional, siempre y cuando el periodo no fuera superior a tres años, asimismo que la postulación sólo podría realizarse por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que lo hubieran postulado o que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato; aspectos que cumplen con los principios de certeza, imparcialidad, objetividad que rigen la materia electoral. (foja 20)
· Las disposiciones anteriores establecen variantes que se regulan dado que son supuestos que se consideran afectan la certeza, imparcialidad, objetividad entre los contendientes en los procesos electorales por lo que se les da atención, sin que ello sea una limitante para que el Congreso en el Estado adopte criterios que considere puedan resultar perjudiciales y es el caso que aunque el Congreso Federal no haya previsto la separación del cargo de diputados, síndicos o regidores durante el proceso electoral, el poder constituido en el Estado tampoco reguló el riesgo evidente de transgresión a la norma, máxime que el órgano jurisdiccional  de la materia ha emitido pronunciamiento respecto del daño que se ocasiona al permitir que una persona en su calidad de diputado pueda participar en la contienda electoral en ventaja y desigualdad frente a los ciudadanos que aspiran ocupar el cargo de diputados en el Estado. (F. 21)
· Los intereses personales de los servidores públicos que desempeñan un cargo de elección popular, son superados por el interés colectivo, por lo que es importante que se exija la separación del cargo durante el proceso electoral, para que la ciudadanía tenga la oportunidad de razonar nuevamente su voto para que el día de la jornada electoral lo refrende o lo modifique ejerciendo su voto libremente. (fojas 23).
· Lo dispuesto en la reforma a los artículos 16, tercer párrafo y 78 cuarto párrafo de la Constitución Política del Estado de Baja California que contempla la figura de reelección deben ser estudiadas por este Alto Tribunal con el objeto de declarar inválidas las porciones normativas en cita, por vulnerar los principios de equidad, certeza, imparcialidad y objetividad que debe regir en las contiendas electorales e impedir la desigualdad entre los candidatos a ocupar el cargo de diputado, presidentes municipales, regidores y síndicos a través de la reelección y entre aquéllos candidatos que por primera ocasión participan para ocupar alguno de los cargos previamente mencionados. (foja 24)

7. III. PARTIDO ACCIÓN NACIONAL (ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 151/2020)

· HECHOS: El veinte de enero de dos mil veinte se presentó ante a Oficialía de Partes del Congreso del Estado de Baja California, iniciativa de reforma de los artículos 16 y 76 de la Constitución Política de dicho Estado. (F. 9)
· El veinte de abril de dos mil veinte la Comisión de Gobernación, Legislación y Puntos Constitucionales aprobó el Dictamen número 37 relativo a la iniciativa en cuestión. (F. 9)
· En sesión de once de mayo de dos mil veinte, por dieciocho votos a favor y seis votos en contra, se aprobó el referido Dictamen y con una reserva en lo particular. (F. 9)
· A los ayuntamientos de Playas de Rosarito, Tijuana, Ensenada, Tecate y Mexicali, les fue solicitado su voto en relación a la aprobación realizada por el Pleno del Congreso del Estado del Dictamen No. 37 impugnado, de los cuales sólo el primero y el tercero de los ayuntamientos mencionados dieron respuesta. (F. 11 y 12).
· El dieciséis de junio de dos mil veinte se publicó en el Periódico Oficial del Estado de Baja California número 33 especial Tomo CXXVII, el Decreto número 74, mediante el cual se aprobó la reforma a los artículos 16, 78 y 80 de la Constitución de ese Estado, mismo que carece de firma del Gobernador del Estado y del Secretario General de Gobierno. (foja 12 demanda).

CONCEPTOS DE INVALIDEZ
· ÚNICO.- El Decreto número 74 viola los principios de legalidad y seguridad jurídica previstos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, por constituir un acto legislativo inválido debido a que carece del requisito esencial de firma del Gobernador del Estado y del Secretario General de Gobierno, que para su validez y observancia constitucional, exigen los artículos 33; 34; apartado C, párrafo segundo; 48; 52, fracción I y 49, fracción I de la Constitución Local. (foja 13).
· La firma del Gobernador y Secretario General de Gobierno ambos del Estado de Baja California en los decretos promulgatorios de reformas a la constitución local, representa la orden o mandamiento de formalizar la incorporación al orden jurídico local de la norma general contenida en el decreto respectivo y la autorización o refrendo de éste que se envió por parte del Congreso del Estado al ejecutivo para publicarse, por lo que sin la firma carece de validez el Decreto impugnado. (fojas 13 y 14)
· Conforme a lo previsto en el artículo 13, párrafo segundo de la Ley Orgánica de la Administración Púbica del Estado de Baja California, para que un Decreto promulgatorio de ley o de reforma resulte válido y obligatorio para los gobernados, debe estar firmado por el Gobernador del Estado y por el titular de la Secretaría General de Gobierno. (f. 15)
· Existen diversos criterios jurisprudenciales de este Alto Tribunal en el sentido de que para que un Decreto promulgatorio de una ley o reforma sea válido y de observancia constitucional, debe contener la firma del titular del Ejecutivo estatal y por el titular de la Secretaría General de Gobierno, como en el caso lo prevé el orden jurídico del Estado o por el Secretario del Ramo que se trate en lugar de éste último, de así estar regulado en la legislación local correspondiente. (f 19)
· Si en el caso concreto el Decreto No. 74 impugnado carece de la firma del Gobernador del Estado, éste no adquirió válidamente el carácter de norma general, conforme a lo previsto en los artículos 33 y 34, apartado C, párrafo segundo de la Constitución Local; por ello es que, tal decreto transgrede los principios de legalidad y seguridad jurídica ante la falta de firma por el Gobernador y por el Secretario General de Gobierno. (f 20 y 21)
· Este Alto Tribunal al resolver los recursos de reclamación 139/2019-CA, 148/2019-CA y 128/2019-CA relativos al Estado de Baja California estableció que una norma general requiere agotar las etapas que permitan arribar a la promulgación y publicación, porque es hasta ese momento en que los actos que integran el procedimiento legislativo adquieren definitividad. (f. 22)
· Solicitó a este Alto Tribunal declare la invalidez de la norma impugnada por vulnerar los artículos 14, párrafos primero y segundo y 16, párrafo primero de la Constitución Federal, por carecer del requisito esencial de firma del Gobernador y del Secretario General de Gobierno, ambos del Estado de Baja California que para su validez y observancia es obligatoria conforme a lo previsto en los artículos 33, 34, apartado C, párrafo segundo, 48, 52, fracción I, y 14, fracción I de la Constitución Local, y 13 de la Ley orgánica de la administración Pública Estatal. (f. 23).

8. IV. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 162/2020. PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL 

· ANTECEDENTES: El diez de febrero de dos mil catorce se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Federal, en materia política electoral que modificó la fracción I del artículo 115 constitucional, en donde se dispuso que las entidades federativas tienen la obligación de integrar a sus constituciones locales el principio de reelección de los presidentes municipales, regidores y síndicos para el mismo cargo siempre y cuando los mandatos de los municipios no excedieran tres años y la postulación se realizara por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que lo hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato. (foja 6 del archivo de la demanda).
· De igual manera en el citado decreto se modificó la fracción II, párrafo segundo, del artículo 115 constitucional, en el que se dispuso que las entidades federativas están obligadas a introducir en sus ordenamientos constitucionales la elección consecutiva de los diputados de sus legislaturas, siempre y cuando las elecciones fueran hasta por cuatro periodos y que la postulación del diputado a reelegirse fuera realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos de la coalición que lo hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato teniéndose implícitamente que la postulación podrá hacerse vía candidatura independiente siempre y cuando haya sido electo mediante tal mecanismo de participación política. (f. 7 del archivo de la demanda)
· Este Alto Tribunal al resolver las Acciones de Inconstitucionalidad 76/2016 y sus acumuladas 79/2016, 80/2016 y 81/2019 que trataron sobre el tema de elección consecutiva, se determinó que con motivo de la reforma constitucional de dos mil catorce las entidades federativas estaban obligadas a introducir en sus ordenamientos constitucionales la elección consecutiva de los diputados de sus legislaturas, estableciéndose dos limitaciones impuestas constitucionalmente, teniendo los Estados de la república libertad de configuración legislativa para regular el régimen de la elección consecutiva, siempre y cuando se respetaran los criterios de proporcionalidad y razonabilidad.
· En el texto de la Constitución de Baja California reformado por Decreto No. 245, publicado en el Diario Oficial del Estado el nueve de junio de dos mil ocho se estableció que quienes pretendían reelegirse en los cargos municipales, regidores, síndicos y diputados locales, debían separarse del cargo cuando menos un día antes del inicio de la campaña electoral. (f 7)
· El veinte de enero de dos mil veinte un diputado independiente presentó iniciativa de reforma a los artículos dieciséis y setenta y ocho de la Constitución del Estado. En sesión ordinaria celebrada por la XXIII Legislatura del Estado de Baja California se dio curso legal a la iniciativa turnándose a la Comisión de Gabinete, Legislación y Puntos Constitucionales, misma que fue dictaminada bajo el Dictamen número 37. (f. 8).
· Ante la problemática de salud relativa al virus COVID-19 tanto este Alto Tribunal en diversos acuerdos generales y la XXIII Legislatura del Estado de Baja California en diversas circulares informaron que se suspendían labores. (F. 8, 9, 10).
· En sesión de once de mayo de dos mil veinte la legislatura del Estado, aprobó el Dictamen número 37 de la Comisión de Gobernación, Legislación y Puntos Constitucionales, Dictamen por medio del cual fue aprobada la iniciativa de reforma a los artículos 16, 78 y 80 de la Constitución de Baja California. (F. 9).
· En el mismo día se remitieron diversos oficios suscritos por los Diputados Presidente y Secretaria de la Mesa Directiva de la XXIII Legislatura del Estado y recibidos por los Ayuntamientos de Playas de Rosarito, Tijuana, Ensenada, Tecate y Mexicali. El trece de mayo de dos mil veinte fue solicitado el sentido de su voto con relación a la aprobación realizada por el Pleno del Congreso del Estado del Dictamen No. 37 antes referido. (f. 9, 10, 11)
· El doce de junio de dos mil veinte el Ayuntamiento de Tecate presentó ante la Legislación del Estado, certificación del acta de sesión de cabildo celebrada en la citada fecha en la que informó que por votación de mayoría absoluta no aprobó el Dictamen 37 impugnado. El dieciséis del mismo mes y año el Ayuntamiento de Playas de Rosarito presentó certificación del punto de acuerdo, relativo a la aprobación por mayoría de votos del citado decreto. 
· En sesión de dieciséis de junio de dos mil veinte la Legislatura XXIII del Estado de Baja California llevó la declaratoria de validez de la reforma de los artículos 16, 78 y 80 de la Constitución del Estado, mediante la expedición del Decreto No. 74, publicado en el Periódico Oficial del Estado No. 33, Número Especial, Tomo CXXVII, asimismo hizo saber que los Ayuntamientos de Tijuana, Mexicali y Ensenada, no manifestaron expresamente el sentido de su voto, respecto de la reforma impugnada. (F. 11)

CONCEPTOS DE INVALIDEZ
· PRIMERO.- La reforma a los artículos 16, 78 y 80 de la Constitución del Estado de Baja California, permite a los Diputados locales, Presidentes Municipales, Regidores o Síndicos de un Ayuntamiento que pretendan ser reelectos en elecciones consecutivas, la posibilidad de que no se separen de su cargo, siendo ello un beneficio sólo para aquéllos servidores públicos; pues tal beneficio no aplica para los demás servidores públicos que estén ejerciendo un cargo, condicionándolos a separase de éste con un cierto tiempo de anticipación al día de las elecciones para competir por alguno de los cargos de elección popular, sin encontrar razonabilidad en la distinción de trato si el servidor público pretende reelegirse o va a postularse para un puesto distinto del que ejerce, a pesar de que todos son servidores públicos, con responsabilidades en sus funciones que son de valor e importancia en la dirección del gobierno, y el desempeñar las funciones que le correspondan con el sentido de responsabilidad que amerita, dando cumplimiento a las mismas desde el momento en que ocupa el cargo y a lo largo de su periodo, constituye un apoyo para el servidor público en la construcción de una imagen positiva ente el electorado, misma imagen que se encontraría en posibilidad de seguir construyendo el servidor público que pretenda reelegirse a diferencia del servidor que no encuadre en ese supuesto, encontrándose una situación de ventaja y desventaja entre servidores públicos, así como un trato desigual, siendo que se trata de servidores públicos en ejercicio de sus funciones, las cuales todas son de trascendencia y necesarias para el funcionamiento  y progreso del gobierno. (F 20, 21)
· Como lo establece el Pacto Internacional y la Convención Americana en los artículos 25 y 23, respectivamente, todos los ciudadanos deben gozar de derechos políticos, siendo uno de ellos tener acceso, en condiciones generales de igualdad a las funciones públicas del su país. (F. 21)
· SEGUNDO.- La reforma impugnada vulnera el derecho político a la equidad en la contienda electoral, así como al principio de imparcialidad en el uso de los recursos políticos, consagrados en los artículos 40, 41, fracción V, apartado A, 116 fracción IV, inciso b), 133 y 134 de la Constitución Federal, así como el diverso 25 del Pacto Internacional y 23 de la Convención Americana, porque los Diputados locales Presidentes Municipales, Regidores o Síndicos de los Ayuntamientos que pretendan ser reelectos se les otorga la posibilidad de optar por no ser separados de su cargo, esto ya que cuentan con una doble calidad de servidor público en funciones y candidato de campaña, situación que pone en ventaja al servidor público que aspire a la reelección consecutiva frente a los demás servidores que se les condicionó a tener que separarse del cargo para poder ser candidatos, así como frente a los candidatos que por primera vez se postulan para cubrir tales puestos.
· Asimismo, da lugar a un posible uso de recursos públicos que están bajo el manejo de los funcionarios que pretendan reelegirse de manera consecutiva, para favorecer la campaña electoral de los mismos al encontrarse aún en funciones, ya que no hay forma de garantizar los principios de imparcialidad en el manejo de los recursos, lo que constituye una violación al artículo 134 de la Constitución Federal, y de igual forma una violación al principio de equidad en la contienda electoral. (F. 24, 27 y 28)
· TERCERO.- El decreto impugnado conculca el límite de la libertad configurativa de los órganos revisores de las Constituciones locales en torno al pacto federal, previstos en los artículos 41 y 116 fracción IV, inciso a) y b) de la Constitución General, ya que no se cumple con criterios de proporcionalidad y razonabilidad, al autorizar que el funcionario público que aspire a la elección consecutiva, siga desempeñando su cargo como diputado local, presidente municipal, regidor o síndico del ayuntamiento, y al mismo tiempo realice actividades de campaña política, lo que llevaría a un descuido en sus funciones, siendo contrario al criterio de proporcionalidad y razonabilidad al existir una incompatibilidad material para realizar al mismo tiempo tareas propias del servidor público, que por su naturaleza requiere de un tiempo completo, en contraposición con las actividades de la campaña electoral, que de igual forma son absorbentes, lo que provocaría deficiencias en el desempeño de las funciones públicas. (F. 31, 32)
· Si los diputados locales, presidentes municipales, regidores o síndicos de un ayuntamiento que busque la reelección consecutiva, se separaran del cargo, existiría una mayor estabilidad para todos los involucrados, 
· CUARTO.- El procedimiento realizado por el Estado para realizar la reforma impugnada vulnera los principios de certeza jurídica y legalidad así como los artículos 1, 14 y 16 de la Constitución Federal, así como el artículo 112 de la Constitución del Estado de Baja California y los artículos 284 y 289 del Código Federal de Procedimientos Civiles; ya que desde el mes de marzo y hasta la fecha se encuentran suspendidos plazos y términos por la XXIII Legislatura del Estado pues ello lo anunció mediante distintas circulares emitidos el diecinueve de marzo, uno y veinticuatro de abril , veintisiete de mayo y veinticuatro de junio de dos mil veinte,[footnoteRef:6] lo que tiene como resultado la violación al principio de legalidad, que involucra la garantía formal para que las autoridades actúen en estricto apego a las disposiciones consignadas en la ley, de tal manera que no se emitan o desplieguen conductas arbitrarias al margen del procedimiento previamente establecido por el texto normativo. [6:  Mediante las circulares RH/XXIII/0478/2020, D.A./222/2020, D.A./229/2020, D.A./259/2020, D.A./270/2020 y D.A./298/2020. ] 

· Por lo que al caso en concreto al haber suspendido plazos y términos, la XXIII Legislatura del Estado de Baja California no debió llevar a cabo la notificación a los ayuntamientos de la aprobación del Dictamen No. 37 impugnado y de igual manera en caso de realizarse las notificaciones no puede computarse el término de un mes que el artículo 112 mencionado concede a los ayuntamientos para manifestar su postura ante el Congreso, cuando éste apruebe una reforma o adición a la Constitución de Baja California; el Congreso local debe respetar el principio de legalidad, así como las comunicaciones que como autoridad emite a fin de informar a la sociedad y dependencias en general, como son las circulares que publica.
· Conforme a lo previsto en el artículo 71 de la Ley Reglamentaria, solicitó a este Alto Tribunal corrija los errores que advierta en la cita de los preceptos invocados y que supla los conceptos de invalidez planteados. (F 37).

9. QUINTO. ARTÍCULOS CONSTITUCIONALES Y CONVENCIONALES VIOLADOS. Los promoventes estimaron que las normas impugnadas son violatorias de los siguientes artículos:

· Partido de Baja California: Artículos 1º, 14, 16, 41, 116 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 8, 23, numeral 1, inciso b) de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos y el artículo 25 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos.

· Partido Revolucionario Democrático: Artículos 1º, 14, 16, 17, 41 primer párrafo, bases I y IV, 116 base IV, inciso a) y b), 133 y 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicana.

· Partido de Acción Nacional: Artículos 14, párrafo primero y segundo, 16, párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

· Partido Revolucionario Institucional: Artículos 1º, 14, 16, 34, 35 fracción II, 39, 40, 41 fracción V, apartado A; 116 fracción IV, inciso b), 133 y 134, párrafos antepenúltimo y penúltimo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el inciso c), del artículo 25 del Pacto Internacional y el inciso c), numeral 1, del artículo 23 de la Convención Americana.

10. SEXTO. REGISTRO, TURNO Y ADMISIÓN. Las demandas de las Acciones de Inconstitucionalidad fueron registradas y turnadas como se indica:[footnoteRef:7] [7:  Los acuerdos de registro y turnos de las demandas de las acciones de inconstitucionalidad se visualizan en el expediente electrónico de cada asunto.] 


· Por acuerdo de diecisiete de julio de dos mil veinte, el Ministro Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación (en adelante también SCJN) ordenó formar y registrar el expediente de acción de inconstitucionalidad con el número 146/2020, por razón de turno, correspondió a la Ministra Norma Lucía Piña Hernández como instructora a la tramitación del procedimiento y formulación del proyecto respectivo. 
· Por acuerdo de veintiuno de julio de dos mil veinte, el Ministro Presidente de esta SCJN ordenó formar y registrar el expediente de acción de inconstitucionalidad con el número 149/2020, asimismo señaló que existía relación entre la presente acción de inconstitucionalidad con la identificada con el número 146/2020, por lo que ordenó su acumulación al citado expediente.
· Por acuerdo de veintiuno de julio de dos mil veinte, el Ministro Presidente de este Alto Tribunal ordenó formar y registrar el expediente de acción de inconstitucionalidad con el número 151/2020. Asimismo señaló que existía relación entre la presente acción de inconstitucionalidad con la identificada con el número 146/2020, por lo que ordenó su acumulación al citado expediente.
· Por acuerdo de tres de agosto de dos mil veinte, el Ministro Presidente de esta SCJN ordenó formar y registrar el expediente de acción de inconstitucionalidad con el número 162/2020, asimismo señaló que existía relación entre la presente acción de inconstitucionalidad con las identificadas con los números 146/2020, 149/2020 y 151/2020, por lo que ordenó su acumulación al citado expediente.
· Por acuerdo de treinta de julio de dos mil veinte, se dio cuenta a la Ministra Norma Lucía Piña Hernández instructora con los expedientes electrónicos de las acciones de inconstitucionalidad 149/2020 y 151/2020; en virtud de lo acordado mediante proveído de veintiuno de julio del mismo año, en los que se ordenó la acumulación de las presentes acciones de inconstitucionalidad con la diversa 146/2020: i) se tuvo por presentadas a los promoventes con la personalidad que ostentaron; ii) se admitió a trámite las acciones de inconstitucionalidad; iii) se ordenó dar vista a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Baja California para que rindieran sus respectivos informes, en términos del artículo 64, párrafos primero y segundo de la Ley Reglamentaria de la materia; y con fundamento en los artículos 4 y 5, de dicha ley, así como del 305 del Código Federal de Procedimientos Civiles requirió a las citadas autoridades estatales, para que al rendir sus informes señalaran domicilio para oír y recibir notificaciones en la Ciudad de México; iv) se requirió al Poder Legislativo para que al rendir el informe enviara copia certificada de los antecedentes legislativos del Decreto impugnado, incluyendo las iniciativas, los dictámenes de las comisiones correspondientes, las actas de las sesiones en las que se hayan aprobado y en las que contaran las votaciones de sus integrantes y los votos de los Ayuntamientos y los diarios de debate; v) que el Poder Ejecutivo enviara una copia certificada del Periódico Oficial de la entidad en donde constara la publicación del decreto impugnado; vi) ordenó dar vista a la Fiscalía General de la República para que manifestara lo que a su representación correspondiera, así como a la Consejería Jurídica del Gobierno Federal, con la finalidad de que si consideraba que la materia de los juicios trascendiera a sus funciones constitucionales, manifestara lo que a su esfera competencial conviniera, hasta antes del cierre de instrucción; vii) ordenó solicitar al Presidente de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación expresara opinión en relación con las acciones de inconstitucionalidad respecto de las cuales se proveía; viii) solicitó al Instituto Nacional Electoral enviara copia certificada de los estatutos vigentes de los Partidos de la Revolución Democrática y Acción Nacional, así como de las certificaciones de su registro vigente, y precisara quién era el actual representante e integrantes de su órgano de dirección nacional.
· Mediante acuerdo de trece de agosto de dos mil veinte, se dio cuenta a la Ministra Norma Lucía Piña Hernández instructora con el expediente electrónico de la acción de inconstitucionalidad 162/2020: i) se tuvo por presentado al promovente con la personalidad que ostentó; ii) se admitió a trámite la acción de inconstitucionalidad; iii) informar que se requirió al PRI para que enviara el escrito original de la demanda de acción, pues la firma electrónica a través de la cual se presentó el escrito inicial correspondía a una persona distinta a quien se ostenta como representante legal del Partido Político (pág. 3 de ese acuerdo); iv) se ordenó dar vista a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Baja California para que rindieran sus respectivos informes; v) no se tuvo como autoridades legislativas a los ayuntamientos de Baja California, porque en el presente medio solo tiene esa calidad los referidos poderes; vi) se solicitó al Presidente del Instituto Nacional Electoral para que remitiera a este Alto Tribunal copia certificada de los estatutos o documentos básico vigentes del Partido Revolucionario Institucional, así como las certificaciones de su registros vigentes y precisara quiénes eran los actuales representantes e integrantes de sus órganos de dirección general; vii) se dio vista a la Fiscalía General de la República para que manifestara lo que a su representación correspondiera; viii) así como a la Consejería Jurídica del Gobierno Federal, con la finalidad de que si consideraba que la materia de los juicios trascendiera a sus funciones constitucionales, manifestara lo que a su esfera competencial conviniera, hasta antes del cierre de instrucción. 

11. SÉPTIMO. INICIO DEL PROCESO ELECTORAL. Mediante oficio de once de agosto de dos mil veinte el Secretario Ejecutivo del Instituto Estatal Electoral del Estado de Baja California, al dar cumplimiento a un requerimiento formulado en la presente acción de inconstitucionalidad, informó lo siguiente:

· Que durante “el año de dos mil diecinueve se celebró la jornada electoral” —2 de junio— del Proceso Electoral Local Ordinario 2018-2019, en el que se renovaron los poderes Ejecutivo, Legislativo y Ayuntamientos del Estado de Baja California.
· Los representantes populares electos por las y los ciudadanos del Estado para los cargos de Titular del Poder Ejecutivo, diputadas y diputados del Poder Legislativo y los municipios de los Ayuntamientos, ejercerán sus funciones en términos generales, del año dos mil diecinueve al dos mil veintiuno. Ello de conformidad con lo expuesto en los artículos sexto, séptimo y octavo transitorio del Decreto 112 de la XXI Legislatura del Poder Legislativo del Estado, publicado en el Periódico Oficial el diecisiete de octubre de dos mil catorce.
· En el ejercicio de dos mil veintiuno se celebrarán elecciones ordinarias en el Estado de Baja California, en virtud del empate de elecciones locales con las federales mandatado en el artículo 116, párrafo segundo, fracción IV, inciso n) de la Constitución Federal.
· Derivado de la publicación del Decreto 52 de la XXIII Legislatura del Poder Legislativo del Estado de Baja California, el veintisiete de marzo de dos mil veinte en el Periódico Oficial del Estado, se modificaron diversas disposiciones de la Constitución Política de Baja California, entre las que destaca el artículo 5º, por cuanto hace a la fecha de inicio del procedimiento electoral local.[footnoteRef:8] [8:  De acuerdo a la legislación vigente en dicho Estado, la reforma habría cumplido con los tiempos requeridos para la realización de modificaciones frente al próximo proceso electoral que inicia el 6 de diciembre de 2020. Ello es coherente con el último criterio del Pleno en la Acción de Inconstitucionalidad 83/2017 y sus acumuladas, con el criterio por unanimidad de que la fecha de inicio del proceso electoral a la que debe atenderte es la establecida en la ley reformada. ] 

· Conforme al artículo 5, párrafo cuarto, de la Constitución Política del Baja California, que entró en vigor a partir del día siguiente a su publicación en el Periódico Oficial del Estado, “el proceso electoral dará inicio el primer domingo del mes de diciembre del año anterior a la elección.”.
· Conforme a lo anterior, el próximo proceso electoral deberá dar inicio el próximo seis de diciembre de dos mil veinte.

12. OCTAVO. INFORMES DE LOS PODERES LEGISLATIVO Y EJECUTIVO DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA

I. INFORME DEL PODER LEGISLATIVO DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA (PRESIDENTE Y SECRETARIA DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONGRESO). La mencionada autoridad manifestó lo siguiente:

a) PRIMERO.- No se viola el principio de retroactividad, pues el hecho de que alguno de los Diputados en funciones busquen la reelección o elección consecutiva en la elección del Estado de Baja California, ello sucedería hasta el dos mil veintiuno, por lo que constituye a la fecha una expectativa de derecho y no un derecho adquirido en este momento; además conforme a la Constitución Federal, local y la Ley de Partidos Políticos, para tener derecho a la reelección o elección constitutiva, se debe estar en el proceso electoral, aspecto que no ocurre, ya que en el citado Estado ello acontecerá “hasta el mes de diciembre de dos mil veintiuno” pero además, se requiere que dicho Diputado o Diputada sea propuesto por su mismo partido político, lo que implica cumplir con sus procedimientos de selección internos los cuales a la fecha no existen, ya que no se está en proceso de precampaña o de campaña puesto que ni siquiera ha iniciado el proceso electoral 2020-2021, lo cual ocurrirá hasta el próximo mes de diciembre. De ahí que ninguno de los Diputados ni Diputadas o Municipios tengan al momento de la expedición de la norma un derecho adquirido, de ahí que la norma impugnada no opera sobre el pasado, por lo que no existe la “omisión legislativa”, pues la posibilidad de buscar la reelección y más aún la reelección sin solicitar licencia además de ser potestativo, es decir, se puede o no pedir la licencia a la separación del cargo, constituye meras expectativas de derecho, que ninguno de los diputados o diputadas tienen a esta fecha consolidado o adquirido. (F. 2 del anexo VII)
b) En la reforma de la Constitución Federal publicada el diez de febrero de dos mil catorce se estableció la elección consecutiva para los senadores y diputados federales, diputados locales, presidentes municipales, síndicos y regidores; por lo que obligó a las entidades federativas a introducir en sus ordenamientos constitucionales dichas elecciones, otorgándoles libertad configurativa para establecer la regulación pormenorizada de esta posibilidad de reelección. (F. 5)
c) Asimismo se establecieron limitantes respecto de las legislaturas locales en que la elección consecutivas fuera hasta por cuatro periodos y la postulación fuera realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos políticos integrantes de la coalición que lo hubiere postulado, salvo que haya renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato, y si el servidor público haya sido elegido por candidatura independiente o por vía de candidatura independiente siempre y cuando haya sido electo mediante ese mecanismo de participación. (F. 5)
d) Conforme a lo anterior no se advierte alguna disposición que regule la temporalidad con las que los servidores públicos deban separarse de sus cargos para poder ser electos, así como para regular el régimen de la elección consecutiva, incluido el número de periodos adicionales siempre y cuando las disposiciones cumplan con criterios de proporcionalidad y racionalidad; por lo que las legislaturas de los Estados cuentan con libertad de configuración legislativa para establecer y regular sobre ello. (F. 5 y 6)
e) Este Alto Tribunal en las diversas Acciones de Inconstitucionalidad 29/2017 y sus acumuladas 32/2017, 34/2017 y 35/2017, así como la 40/2017 y sus acumuladas 42/2017, 43/2017, 45/2017 y 47/2017 se han pronunciado sobre la libertad de configuración legislativa de los constituyentes y legisladores locales, los artículos 115 y 116 de la Constitución Federal no establecen disposición alguna en las que se regule la temporalidad con las que los servidores públicos, locales o municipales, se deban separar de sus cargos para poder ser electos como diputados locales, por lo que esta cuestión se inscribe en el ámbito de configuración legislativa local. (F. 7)
f) SEGUNDO.- Carece de sustento lo afirmado por el recurrente en el sentido de que el proceso legislativo tiene vicios, ya que ni siquiera explica de qué manera le agravie o vulneren lo aducido. No es verdad que el proceso legislativo no se haya convocado al Instituto Estatal Electoral ni al Tribunal de Justicia Electoral en el trabajo de la Comisión de Gobernación, Legislación y Puntos Constitucionales, pues fueron citados en tiempo y forma, comparecieron por escrito y asistieron mediante sus representantes acreditados a la sesión de análisis y discusión en Comisión por conducto del Magistrado Presidente del Tribunal Electoral del Estado de Baja California y del Consejero del Instituto Electoral del Estado, además en dicha sesión se pronunciaron en favor de la reforma reclamada, además sí existió debate y discusión en la sesión en la que se aprobó el Dictamen, expidiéndose el Decreto impugnado. (F. 8)

II.- INFORME DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA. El Secretario General de Gobierno del Estado de Baja California rindió informe, en el cual sostuvo lo siguiente:

a) PRIMERO. No se viola el principio de retroactividad, pues en caso de que alguno de los Diputados o Diputadas en función busque la reelección o elección consecutiva en la elección del estado, ello sucedería en el dos mil veintiuno lo que constituye una expectativa de derecho y no uno adquirido.
b) Además para que ello suceda se debe estar en un proceso electoral, y ello sucederá hasta el mes de diciembre de dos mil veintiuno, por lo que ninguno de los Diputados o Diputadas o municipios tengan al momento de la expedición de la norma un derecho adquirido, por lo que la norma impugnada no opera en el pasado, por lo que no existe omisión legislativa.
c) Este Alto Tribuna en diversas acciones de inconstitucionalidad[footnoteRef:9] ha manifestado la libertad de configuración legislativa y de los constituyentes y legisladores locales, los artículo 15 y 16 de la Constitución Federal no establecen disposición alguna en la que se regule la temporalidad con la que los servidores públicos, locales o municipales, se deban separar de su cargo para poder ser electos como diputados locales, por lo que esta cuestión se inscribe en el ámbito de configuración legislativa local. [9:  Acciones de Inconstitucionalidad 76/2016 y sus acumuladas 80/2016 y 81/2016; 50/2016 y sus acumuladas; 29/2017 y sus acumuladas 32/2017, 34/2017 y 35/2017; 29/2017 y sus acumuladas 32/2017, 34/2017 y 35/2017; 40/2017 y sus acumuladas 42/2017, 43/2017, 45/2017 y 47/2017.] 

d) SEGUNDO. Carece de sustento lo afirmado por el recurrente en el sentido de que el proceso legislativo tenga vicios, además no expone las razones por las cuales ello le agravia.
e) No es verdad que en el proceso legislativo no se haya convocado al Instituto Electoral ni al Tribunal de Justicia Electoral del Estado de Baja California en el trabajo de la Comisión de Gobernación, Legislación y Puntos Constitucionales, pues fueron notificados en tiempo y forma tan es así que comparecieron por escrito y asistieron mediante sus representantes acreditados a la sesión de análisis y discusión en Comisión, quienes inclusive se pronunciaron a favor de la reforma reclamada.
f) Sí existió debate y discusión en el Pleno del Congreso del Estado cuando fue aprobado el dictamen, expidiéndose el Decreto 74 por medio del cual se reformaron los artículos 16, 78 y 80 de la Constitución Política del Estado de Baja California, bajo la facultad de libre configuración legislativa y apego al marco Constitucional Federal.

13. NOVENO. OPINIÓN DE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. Respecto de las Acciones de Inconstitucionalidad 146/2020, 149/2020 y 151/2020. En su opinión la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación expuso los siguientes argumentos:

· Señala que de la lectura integral de los escritos de demandas, se advierten que los partidos políticos platearon conceptos de invalidez en relación a los temas de: i) violación al principio de retroactividad —artículos 16, 78 y 80 de la Constitución Política de Baja California—; ii) omisión legislativa relativa —artículo transitorio único del decreto 74 controvertido—; iii) violación al proceso legislativo —decreto 74 impugnado—, y iv) violación a principios rectores de la función electoral —artículos 17, 78, 80 de la Constitución Política del Estado de Baja California—. (F. 4, del anexo VIII)
· Respecto de los temas i), ii) y iii), considera que son aspectos que están relacionados con temáticas que corresponden a los ámbitos del derecho constitucional y al derecho legislativo, respectivamente, pues mediante ellos se hacen valer violaciones al principio de irretroactividad de las normas, así como al proceso legislativo, las cuales no están vinculadas directamente con la materia electoral, por lo que no requieren de una opinión especializada por su parte, de una interpretación armónica y sistemática de los artículos 35, fracciones I y II; 36, fracciones II, IV y V; 51; 52; 56; 60; 81; 115, fracción I; 116, fracción I y 122, fracción III de la Constitución Federal, para efectos de las acciones de inconstitucionalidad, las normas generales de carácter electoral son las que directa o indirectamente están relacionadas con el régimen de selección o nombramiento a través del voto de la ciudadanía dentro de un proceso democrático de las personas titulares  o integrantes de los órganos del poder representativo del pueblo, ya sea a nivel federal, estatal, municipal o de la Ciudad de México. Por ello y atendiendo a que los conceptos de invalidez combaten violaciones relacionadas a temas jurídicos distintos a la materia comicial, es que no es factible emitir opinión alguna. (F. 6 y 7)
· No es factible emitir opinión en relación con la supuesta omisión legislativa, ya que el Partido de Baja California lo hace valer respecto a la violación al principio de irretroactividad, pues considera que para que no se vulnere tal principio, la legislatura local debió insertar una norma que previera la aplicación de los artículos reformados sólo a quienes resulten electos por primera postulación en el proceso electoral, por lo que se sostiene que lo alegado inciden directa e indirectamente, en la violación al citado principio, por lo que no puede opinarse sobre lo alegado. (F. 8)
· Respecto del tema iv) relativo a la violación a los principios rectores de la función electoral, la Sala Superior considera que los artículos 16, 78 y 80 de la Constitución Política del Estado de Baja California, los cuales fueron impugnados son constitucionales. Señala que este Alto Tribunal al resolver las Acciones de Inconstitucionalidad 40/2017 y sus acumuladas 42/2017, 43/2017, 45/2017 y 47/2017, así como la 29/2017 y sus acumuladas 32/2017, 34/2017 y 35/2017 declaró la validez de preceptos de normas electorales emitidas por el Congreso del Estado de Morelos, las cuales permitían la opción del funcionario electo que pretendía reelegirse, de separarse o no de cargo desempeñado.
· Las normas impugnadas por sí mismas no eran violatorias a los criterios de proporcionalidad ni de los principios de equidad, igualdad, certeza y legalidad electorales, porque el constituyente local decidió que esta permisión aplicaría, en igualdad de circunstancias a quienes ocupan una diputación local y tengan la intención de reelegirse, quedando en dichas personas la decisión de separarse o no de su encargo y que aplicaría a todas las personas que desempeñaran dicho cargo y se encontraran en la misma hipótesis. Declaró infundado lo alegado en relación con el supuesto trato diferenciado entre diputaciones y el resto de las y los servidores públicos, por tratarse de hipótesis distintas. Se señaló que las disposiciones a que se sujetó la opción de no separarse del cargo debía precisar la salvaguarda de la utilización de recursos humanos, materiales o económicos propios del encargo público de quien pretendiera reelegirse, para su precampaña o campaña electoral. Se declaró infundada la violación al artículo 134, párrafos séptimo y octavo de la Constitución Federal, porque su probable violación derivaba de una aplicación específica de la norma, y que no debía de perderse de vista los mecanismos de fiscalización respecto de la aplicación de recurso públicos que prevén procedimientos y sanciones para quienes de manera indebida aplique los recursos públicos. (F. 8, 9 y 10)
· Ante ello, es que consideran que las normas cuestionadas por el Partido Revolucionario Democrático, no resultan contrarias a la Constitución, pues se hacen depender de cuestiones fácticas que no se desprenden de la redacción normativa, destaca que el constituyente local estableció reglas claras para los que pretendieran reelegirse sin separase del cargo de elección popular que desempeñan en el Congreso Local o en el ayuntamiento de que se trate, según corresponda. (F. 11)
· Las disposiciones reformadas regulan un supuesto diferenciado identificable, ya que es aplicable sólo a quienes pretendan reelegirse en el cargo que ocupan, lo que no es aplicable a quienes aspiren a la obtención de un candidatura sin encontrarse en el supuesto de la reelección o la elección constitutiva en el mismo cargo, ya que conforme a los precedentes citados se tratan de hipótesis específicas que no derivan en la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas. Por ello es que se considera que los conceptos de invalidez de las normas impugnadas son inatendibles, porque los artículos 16, 78 y 80 de la Constitución Política del Estado de Baja California impugnados se encuentras apegadas a la regularidad constitucional según se ha pronunciado este Alto Tribunal en los citados precedentes. (F. 11)
· Finalmente, concluyó que no emite opinión en relación a los conceptos de violación vinculados con la vulneración al principio de irretroactividad y al proceso legislativo, dado que no corresponden a la clasificación de normas generales en materia electoral para efectos de la acción de inconstitucionalidad, asimismo tampoco emite opinión en relación con la supuesta omisión legislativa relativa, porque está vinculada con la violación al principio de irretroactividad. Y considera constitucionales los preceptos cuya invalidez reclama el Partido de la Revolución Democrática. (F. 12).

14. DÉCIMO. ALEGATOS. La Consejería Jurídica del Gobierno Federal, la Fiscal General de la República, el Partido de Baja California, el Partido Revolucionario Democrático y el Partido de Acción Nacional se abstuvieron de formular pedimento o alegato alguno, según se desprende de las constancias virtuales del expediente, a pesar de estar debidamente notificados.

15. Por su parte, mediante escritos presentados el veintiocho de agosto de dos mil veinte en la Oficina de Certificación y Correspondencia de esta SCJN, el Poder Legislativo del Estado de Baja California y el Partido Revolucionario Institucional, formularon sus respectivos alegatos.

16. [bookmark: _GoBack]DÉCIMO PRIMERO. CIERRE DE INSTRUCCIÓN. Recibidos los alegatos, por proveído de treinta de agosto de dos mil veinte,[footnoteRef:10] se cerró la instrucción de este asunto y se envió el expediente a la Ministra instructora para la elaboración del proyecto de resolución correspondiente. [10:  Constancia visualizada en el Sistema Electrónico de este Alto Tribunal.] 



C O N S I D E R A N D O

1. PRIMERO. COMPETENCIA. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es legalmente competente para resolver esta acción de inconstitucionalidad, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 105, fracción II, inciso f), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;[footnoteRef:11] 1° de la Ley Reglamentaria[footnoteRef:12] y la fracción I del artículo 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación,[footnoteRef:13] en relación con el Punto Segundo, fracción II, del Acuerdo General número 5/2013[footnoteRef:14] de trece de mayo de dos mil trece, toda vez que los partidos políticos accionantes plantean la posible contradicción del Decreto Número 74, mediante el cual se aprobó la reforma de los artículos 16, 78 y 80 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California, con la Constitución General y normas contenidas en tratados internacionales de los que el Estado mexicano es parte, así como violaciones al procedimiento legislativo que le dio origen. [11:  “Artículo 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:
[…]
II.    De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.
(…)
f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Nacional Electoral, por conducto de sus dirigencias nacionales, en contra de leyes electorales federales o locales; y los partidos políticos con registro estatal, a través de sus dirigencias, exclusivamente en contra de leyes electorales expedidas por el órgano legislativo del Estado que les otorgó el registro; […].]  [12:  “Artículo 1. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las disposiciones del presente Título, las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles”.]  [13:  “Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno: 
I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; […]”.]  [14:  Acuerdo General número 5/2013
Segundo. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación conservará para su resolución:
[…]
II. Las acciones de inconstitucionalidad, salvo en las que deba sobreseerse, así como los recursos interpuestos en éstas en los que sea necesaria su intervención.] 


17. SEGUNDO. OPORTUNIDAD. En el artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos[footnoteRef:15] se dispuso que el plazo para la presentación de la acción será de treinta días naturales y el cómputo respectivo debe hacerse a partir del día siguiente en que se publicó la disposición impugnada, bajo la regla de que en materia electoral todos los días son hábiles. [15:  Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnados sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse al primer día hábil siguiente.
En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles.] 


18. El Decreto Número 74 mediante el cual se aprobó la reforma de los artículos 16, 78 y 80 de la Constitución Política del Estado de Baja California, fue publicado en el Periódico Oficial del referido Estado el dieciséis de junio de dos mil veinte.

19. Por consiguiente, en vista de la suspensión de plazos del Poder Judicial Federal con motivo de la pandemia,[footnoteRef:16] el plazo de treinta días naturales para promover la acción de inconstitucionalidad inició del lunes tres de agosto y terminó el martes primero de septiembre de dos mil veinte.  [16:  Se suspendieron términos a través de los Acuerdos Generales números 3/2020, 6/2020, 7/2020, 10/2020, 12/2020 y 13/2020, de Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de diecisiete de marzo, trece y veintisiete de abril, veintiséis de mayo, veintinueve de junio y trece de julio, todos de dos mil veinte.] 


20. No pasa desapercibido que, conforme al Acuerdo General 10/2020 del Pleno de este Alto Tribunal del veintiséis de mayo de dos mil veinte, en el punto SEGUNDO se dispuso lo siguiente:

SEGUNDO. Se habilitan los días y horas que resulten necesarios durante el periodo referido en el Punto Primero de este Acuerdo General, con el objeto de que:
[…]
2. Se promuevan, únicamente por vía electrónica, los escritos iniciales de todos los asuntos de la competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en términos de los acuerdos generales plenarios 8/2020 y 9/2020, mediante el uso de la FIREL o de la e.firma (antes FIEL), generándose los expedientes electrónicos a que dichos acuerdos generales se refieren, sin perjuicio de que los expedientes físicos se integren una vez que se normalicen las actividades de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; […]

21. Al respecto, el hecho de que a partir del Acuerdo General 10/2020 este Alto Tribunal dispusiera que se habilitaban los días para para la promoción por vía electrónica de los asuntos de su competencia mediante el uso de la FIREL o de la firma (antes FIEL), ello no implicó el levantamiento de la suspensión de términos, pues de conformidad con el Acuerdo General 14/2020 ello sucedió hasta el tres de agosto del presente año.

22. En vista de ello, se hace notar que todas las demandas de las acciones de inconstitucionalidad fueron presentadas en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia a través del Sistema Electrónico de este Alto Tribunal, en las siguientes fechas:

· A.I. 146/2020: el catorce de julio de dos mil veinte, a través del Presidente del Partido de Baja California. 
· A.I. 149/2020: el quince de julio de dos mil veinte, a través de la Dirección Nacional Extraordinaria del Partido de la Revolución Democrática.
· A.I. 151/2020: el dieciséis de julio de dos mil veinte, a través del Presidente del Comité Ejecutivo del Partido Acción Nacional.
· A.I. 162/2020: el veintinueve de julio de dos mil veinte, a través del Presidente del Comité Ejecutivo del Partido Revolucionario Institucional.[footnoteRef:17]  [17:  	Dicha demanda se presentó con la firma electrónica de una de las delegadas.] 


23. En consecuencia las demandas fueron presentadas en forma oportuna, conforme a lo dispuesto por el citado artículo 60 de la Ley Reglamentaria de la materia.
24. TERCERO. LEGITIMACIÓN. En los artículos 105, fracción II, inciso f), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos[footnoteRef:18] y 62, párrafo último, de su ley reglamentaria[footnoteRef:19] se establecieron como requisitos para que los partidos políticos promuevan acciones de inconstitucionalidad que cuenten con registro ante la autoridad electoral correspondiente, el escrito lo presenten por conducto de su dirigencia nacional o local, según sea el caso, y que quien suscriba en su representación tenga facultades para ello. [18:  La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá́, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 
[…]
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución. 
[…]
f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Nacional Electoral, por conducto de sus dirigencias nacionales, en contra de leyes electorales federales o locales; y los partidos políticos con registro estatal, a través de sus dirigencias, exclusivamente en contra de leyes electorales expedidas por el órgano legislativo del Estado que les otorgó el registro; ]  [19:  Artículo 62. […]
En los términos previstos por el inciso f) de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se consideraran parte demandante en los procedimientos por acciones en contra de leyes electorales, además de las señaladas en la fracción I del artículo 10 de esta ley, a los partidos políticos con registro por conducto de sus dirigencias nacionales o estatales, según corresponda, a quienes les será́ aplicable, en lo conducente, lo dispuesto en los dos primeros párrafos del artículo 11 de este mismo ordenamiento. ] 


25. En el caso se cumplen los requisitos referidos, de acuerdo con lo siguiente:

26. El Partido de Baja California es un partido político local con registro ante el Instituto Electoral de Baja California según certificación expedida por el Secretario Ejecutivo de dicho Instituto[footnoteRef:20]; asimismo, de las constancias visualizadas en el sistema electrónico de este Alto Tribunal se advierte que Mario Conrad Favela Díaz –quien suscribió el escrito de demanda– está registrado ante el referido Instituto como Presidente del Comité Ejecutivo Estatal de dicho partido político,[footnoteRef:21] y cuenta con atribuciones para representarlo.[footnoteRef:22] En consecuencia, la Acción de Inconstitucionalidad promovida por el Partido de Baja California fue presentada por parte legitimada para ello. [20:  Constancias visualizadas en el Sistema electrónico de este Alto Tribunal. ]  [21:  Ibídem.]  [22:  Estatutos del Partido de Baja California.
Artículo 41.- El Comité Ejecutivo Estatal es el órgano que representa y dirige en forma permanente al Partido de Baja California en todo Estado, es responsable de que los diferentes órganos, organizaciones, agrupaciones e integrantes individuales del Partido de Baja California acaten las orientaciones políticas y sociales señaladas por los órganos superiores, así como de que cumplan la declaración de principios, el programa de acción y los estatutos. El Comité Ejecutivo Estatal durará en su cargo 3 años. Perderá el cargo quien falte a 3 sesiones ordinarias consecutivas, sin causa justificada.
Artículo 44.- Son atribuciones del Presidente del Comité Ejecutivo Estatal:
[…]
VII.- Representar al Partido de Baja California ante personas físicas y morales, ante toda clase de tribunales, autoridades e instituciones con todas las facultades de apoderado general para pleitos y cobranza, para actos de administración y actos de dominio, incluyendo las facultades especiales, que conforma a la ley, requieran cláusula especial, con la única limitación de que para enajenar o gravar inmuebles del Partido de Baja California requerirá el acuerdo expreso de la Asamblea Estatal, otorgar mandatos, especiales y revocar los que hubiere otorgado y las sustituciones;
[…]
IX.- Toda clase de facultades jurídicas para representar al Partido de Baja California ante cualquier trámite de cualquier tipo y ante cualquier autoridad, ya sea municipal, estatal o federal, previa aprobación del Consejo Político Estatal;
[…].] 


27. Ahora, de las constancias de visualizadas en el Sistema Electrónico de este Alto Tribunal se advierte que los demandantes restantes son partidos políticos nacionales con registro ante el Instituto Nacional Electoral y que las personas que acudieron en su nombre cuentan con las atribuciones necesarias.

28. Por cuenta del Partido de la Revolución Democrática el escrito fue firmado por Aida Estephany Santiago Fernández, Adriana Díaz Contreras, Karen Quiroga Anguiano, Ángel Clemente Ávila Romero y Fernando Belaunzarán, en su carácter de integrantes de la Dirección Nacional Extraordinaria.[footnoteRef:23] [23:  Constancias visualizadas en el Sistema Electrónico de este Alto Tribunal.] 


29. Por lo que hace al Partido Acción Nacional el escrito fue firmado por Marko Antonio Cortés Mendoza, en su carácter de Presidente del Comité Ejecutivo Nacional de dicha asociación.[footnoteRef:24] [24:  Ibídem.] 


Respecto del Partido Revolucionario Institucional, se ostentó como Presidente del Comité Ejecutivo Nacional Rafael Alejandro Moreno Cárdenas. Se hace notar que la demanda se presentó con la firma electrónica de María Lucila Monjardín Castillo (delegada).[footnoteRef:25] En atención a la prevención realizada, el 10 de agosto del año en curso –dentro de plazo legal para la interposición de la acción de inconstitucionalidad– se depositó en el buzón judicial de este Alto Tribunal, el escrito original de demanda con la firma autógrafa de Rafael Alejandro Moreno Cárdenas.[footnoteRef:26] [25:  En el auto de tres de agosto de dos mil veinte se dio cuenta al Ministro Presidente de este Alto Tribunal con el escrito y anexos de Rafael Alejandro Moreno Cárdenas, quien se ostentó como Presidente del Comité Ejecutivo Nacional del Partido Revolucionario y se señaló que tales documentales fueron recibidas en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia, a través del Sistema Electrónico de la Suprema Corte de Justicia de la Nación con la firma electrónica de María Lucila Monjardín Castillo. Asimismo, se ordenó formar y registrar el expediente físico como electrónico de la Acción de Inconstitucionalidad 162/2020, que hizo valer el referido Presidente. Constancia que se visualiza en el citado sistema electrónico.]  [26:  [Completar nota con la información respectiva *****]] 

 
30. Al respecto, se advierte que dichas personas cuentan con las atribuciones con las que se ostentan[footnoteRef:27] y que las organizaciones en nombre de las cuales promovieron acción de inconstitucionalidad se encuentran registradas como Partidos Políticos Nacionales. Por tanto, este Tribunal Pleno concluye que tales acciones de inconstitucionalidad fueron promovidas por parte con legitimación para ello. [27: Las atribuciones del Presidente del Comité Ejecutivo Nacional del Partido Acción Nacional se encuentran en los artículos 53, inciso a) y 57, inciso a) de los Estatutos Generales del Partido Acción Nacional aprobados por la XVIII Asamblea Nacional Extraordinaria. Constancias visualizadas en el Sistema Electrónico de este Alto Tribunal.
Las atribuciones de los integrantes de la Dirección Nacional Extraordinaria del Partido de la Revolución Democrática, se encuentran en el artículo 39, apartado D, del Estatuto del Partido Político de la Revolución Democrática aprobado en el XVI Congreso Nacional Extraordinario celebrado los días 31 de agosto y 1 de septiembre de 2019. Visualizado en el Sistema Electrónico de este Alto Tribunal.
Las atribuciones del Presidente del Comité Ejecutivo Nacional del Partido Revolucionario Institucional se encuentran en el artículo 89, fracción XVI, del Estatutos de ese partido político aprobados el 12 de agosto de 2017 en sesión plenaria de la XXII Asamblea Nacional Ordinaria (documento visualizado en la página oficial del partido en cita en la siguiente liga: https://pri.org.mx/somospri/nuestropartido/Documentos.aspx] 


31. Finalmente, los partidos políticos promovieron la acción de inconstitucionalidad contra el Decreto 74, emitido por el Poder Reformador de la Constitución local del Estado de Baja California, publicado en el Periódico Oficial de esa entidad el dieciséis de junio de dos mil veinte, por el que se reformaron los artículos dieciséis, setenta y ocho y ochenta de la Constitución Política de ese Estado, el que, como se demostrará en el considerando siguiente, contiene una disposición normativa de naturaleza electoral que pueden impugnar los institutos políticos por este medio de control.

32. CUARTO. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA. De contenido del informe rendido por el Poderes Legislativo del Estado de Baja California, no se advierte que hubiera planteado alguna causa de improcedencia de la presente acción de inconstitucionalidad. 

33. No obstante, se hace notar que en el punto cuarto petitorio del Poder Legislativo se señaló que “En su momento procesal oportuno y con base en las causas de improcedencia planteadas solicitamos se decrete el sobreseimiento del presente litigio”. Sin embargo, como se indicó anteriormente del escrito del informe no se advierte que si hicieran valer causales de improcedencia sino solamente cuestiones de fondo. En vista de ello, dicho petitorio se considera como un error involuntario, lo cual se corrobora también derivado de otro error en el segundo punto petitorio, en el que se indica que “se tuviera por presentada en tiempo y forma la contestación hecha a la demanda de Controversia Constitucional planteada por la Sindica Procuradora del Ayuntamiento de Ensenada, Baja California”; lo cual no guarda relación con el presente asunto. 

34. Tampoco se advierte la existencia de alguna causa de improcedencia que se actualice de oficio por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

35. QUINTO. ESTUDIO DE FONDO. 

36. El presente caso se refiere a la emisión del Decreto Número 74, mediante el cual se aprobó la reforma de los artículos 16, 78 y 80 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California, el cual plantea controversias relacionadas con dos cuestiones generales: I) las violaciones al proceso legislativo como estudio preferente,[footnoteRef:28] y II) la supuesta inconstitucionalidad de las disposiciones impugnadas en el sentido de permitir la no separación del cargo para participar en la relección continua de ciertos cargos de elección popular en el ámbito local, los cuales serán analizados a continuación. [28:  Al respecto son aplicables las jurisprudencias “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD EN MATERIA ELECTORAL. LAS VIOLACIONES PROCESALES DEBEN EXAMINARSE PREVIAMENTE A LAS VIOLACIONES DE FONDO, PORQUE PUEDEN TENER UN EFECTO DE INVALIDACIÓN TOTAL SOBRE LA NORMA IMPUGNADA, QUE HAGA INNECESARIO EL ESTUDIO DE ÉSTAS. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia P./J. 6/2003, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, marzo de 2003, página 915, [Publicada en el Semanario Judicial de la federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXVI, diciembre de 2007, página 776].] 


I. VIOLACIONES AL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO 

37. A manera introductoria, se precisa que respecto de las formalidades del procedimiento legislativo, este Tribunal Pleno resolvió en las Acciones de Inconstitucionalidad 52/2006 y sus acumuladas 53/2006 y 54/2006[footnoteRef:29], entre otras consideraciones, lo siguiente: [29:  [**]] 


[…] La violación a las formalidades del procedimiento legislativo debe abordarse en esta sede constitucional desde la consideración de las premisas básicas en las que se asienta la democracia liberal representativa, por lo que la evaluación del potencial invalidatorio de dichas irregularidades procedimentales debe intentar equilibrar dos principios distintos: por un lado, el de economía procesal, que apunta a la necesidad de no reponer innecesariamente etapas de un procedimiento cuando ello no redundaría en un cambio sustancial de la voluntad parlamentaria expresada y, por tanto, a la necesidad de no otorgar efecto invalidatorio a todas y cada una de las irregularidades del procedimiento identificables en un caso concreto y, por otro, un principio de equidad en la deliberación parlamentaria, que apunta, por el contrario, a la necesidad de no considerar automáticamente irrelevantes todas las infracciones procedimentales que se produzcan en la tramitación parlamentaria que culmina con la aprobación de una norma.

38. En el presente caso, el partido de Baja California y los Partidos Acción Nacional (PAN) y de la Revolución Institucional (PRI) impugnaron vicios en el procedimiento legislativo por las siguientes razones: A) falta de notificación al Instituto Estatal Electoral y al Tribunal de Justicia Electoral del Poder Judicial, así como falta de debate; B) suspensión de plazos para que los ayuntamientos emitieran informes y C) falta de firma del Decreto impugnados por parte del Gobernador y del Secretario General, las cuales se analizan a continuación. 

A) Falta de notificación al Instituto Estatal Electoral y al Tribunal de Justicia Electoral del Poder Judicial, así como falta de debate

39. En los conceptos de invalidez, el Partido de Baja California señaló la inconstitucionalidad del Decreto No. 74, ante los vicios presentados en el proceso legislativo, ya que no se citó al Instituto Estatal Electoral ni al Tribunal de Justicia Electoral del Poder Judicial, ambos del mismo Estado a comisiones, para que emitieran su punto de vista respecto a la mencionada reforma en materia electoral; además de que no fue discutida debidamente dado que no existió debate dentro del Congreso local ni dentro de las Comisiones.

40. Al respecto, el Poder Legislativo del Estado, sostuvo no ser cierto que en el proceso legislativo no se haya convocado al Instituto Estatal Electoral ni al Tribunal de Justicia Electoral en el trabajo de la Comisión de Gobernación, Legislación y Puntos Constitucionales, ya que fueron citados en tiempo y forma, comparecieron por escrito y asistieron mediante sus representantes acreditados a la sesión de análisis y discusión en Comisión por conducto del Magistrado Presidente del Tribunal Electoral del Estado de Baja California y del Consejero del Instituto Electoral del Estado. Además, en dicha sesión se pronunciaron en favor de la reforma reclamada, así como que sí existió debate y discusión en la sesión en la que se aprobó el Dictamen, expidiéndose el Decreto impugnado.

41. Este Alto Tribunal observa que los artículos referidos[footnoteRef:30] contienen una obligación dirigida a la comisión de Dictamen consistente en hacer del conocimiento o anunciar, entre otros, al Tribunal Electoral local y el Instituto Estatal Electoral, con cinco días de anticipación, la discusión del proyecto de Dictamen o iniciativa de que se trate cuando se refiera a asuntos de carácter electoral, a efecto de que concurran al desahogo de las sesiones si lo estiman conveniente o a presentar o hacer valer sus opiniones o alegatos. [30:  Artículo 30.- Las comisiones de dictamen legislativo anunciarán al Ejecutivo del Estado, cuando menos con cinco días de anticipación, la fecha de la sesión cuando haya de discutirse un proyecto, a fin de que pueda enviar un representante que, sin voto tome parte en los trabajos. El mismo procedimiento se seguirá con: I.- El Poder Judicial, cuando la iniciativa se refiere a asuntos relativos a la organización, funcionamiento y competencia del ramo de la Administración de Justicia; y  […]
Artículo 120.- Las Comisiones de Dictamen Legislativo respectivas, anunciarán al Ejecutivo del Estado, a los Ayuntamientos y al Poder Judicial, cuando menos con cinco días de anticipación la fecha de la Sesión, a efecto de que concurran al desahogo de las sesiones si lo estiman conveniente; a presentar o hacer valer sus opiniones o alegatos, tal y como lo establece el Artículo 30 de la Constitución Local; además de que el mismo procedimiento se seguirá con el Tribunal de Justicia Electoral y el Instituto Estatal Electoral, cuando la Iniciativa se refiera a los asuntos de carácter Electoral.] 


42. Este Tribunal Pleno toma nota de las constancias relevantes enviadas por el Poder Legislativo, dentro de las que, entre otras,[footnoteRef:31] se precisan las siguientes: [31:  - Oficio: PCG/00075/202020 (sic) de fecha 20 de abril de 2020 del Presidente de la citado Comité, dirigido al Director de Procesos Parlamentarios del Congreso del Estado de B.C., para que fuera listado en el orden del día de la sesión del pleno, por lo que envió a través de correo electrónico y de manera impresa, los asuntos aprobados en la Comisión de Gobernación, Legislación y Puntos Constitucionales el 20 de abril de 2020, entre los cuales se encuentra el Dictamen No. 37 impugnado, oficio que fue recibido el 21 de del mismo mes y año  (F. 25 y 26)
- Oficio PCG/0010/2020, de fecha 22 de enero de 2020 emitido por la Comisión de Gobernación, Legislación y Puntos Constitucionales del Congreso dirigido al Director de Consultoría Legislativa, donde se le hace llegar la iniciativa de reforma impugnada. (F. 30)
- Copia del acuerdo de la Junta de Coordinación política de 30 de julio de 2020, mediante el cual se dio a conocer la integración de la mesa directiva para el primer periodo de sesiones del segundo año de ejercicio constitucional, emitido por la XXII legislatura del Estado. (F. 32 a 35)
- Oficio 4101/2020 de fecha 16 de junio de 2020, expedida por la presidencia del Congreso, que emitió el decreto no. 74 aprobado por el Pleno del Congreso, dirigido al Director Gobernador Constitucional del Estado. (F. 42 a 45)
- Declaratoria de procedencia de la iniciativa de reforma a los artículos 16, 78 y 80 de la Constitución Política del Estado. (F. 52 y 59)
- Se somete a consideración de la Asamblea reserva a la iniciativa de reforma, presentada por el Presidente de la Mesa Directiva dela XXIII Legislatura del Estado. (F. 60 a 64)
- Copia del acta de sesión extraordinaria del tercerón extraordinaria del tercer periodo ordinario de sesiones correspondientes al primer año de ejercicio constitucional de la vigésima tercera legislatura del congreso del Estado de B.C., celebrada en la sesión en el salón de Benito Juárez García, el día lunes once de mayo de dos mil veinte. (F. 109 a 184).] 

· Mediante oficios PCG/00074/2020 y , PCG/0073/2020 ambos de fecha de 13 de abril de 2020, el Presidente de la Comisión de Gobernación, Legislación y Puntos Constitucionales XXIII Legislatura Constitucional del Congreso del Estado de Baja California, señaló que se llevaría a cabo la sesión ordinaria de la referida comisión a las 12:00 hrs., del día lunes 20 de abril del mismo año, en la Sala de sesiones Benito Juárez García ubicado en el edificio del Poder Legislativo, indicó las iniciativas que se analizarían, entre las cuales en el punto 3 se indicó la iniciativa de reforma a los artículos 16 y 78 de la Constitución Política del Estado de BC, presentada por el Dip. Miguel Ángel Bujanda Ruiz; 

· Dicho oficio fue recibido el 14 de abril de 2020 por el Instituto Estatal Electoral del Estado y como anexo 4 iniciativas. (F. 1 y 2 anexo XI de la AI 146/2020), así como por el Tribunal de Justicia Estatal del Estado (F. 4 y 5);

· Mediante oficio IEEBC/CGE/511/2020 de fecha 20 de abril de 2020, dirigido al Presidente de la Comisión de Gobernación Dip. Juan Manuel Molina García, que fue recibido el mismo día; se dio contestación al oficio PCG/0074/2020, por parte del Consejero Presidente del Consejo General del Instituto Estatal Electoral, en el cual informó que el Consejero Electoral y Presidente de la Comisión de Reglamentos y Asuntos jurídicos, Lic. Daniel García asistiría en representación del Instituto Estatal Electoral a la sesión de la comisión de Gobernación programada para el 20 de abril de 2020, quien contaría con el apoyo del Titular de la Coordinación Jurídica; Lic. Javier Bielma Sánchez (últimas fojas). Asimismo, hizo saber la opinión técnica que se trabajó de manera conjunta entre Consejeras y Consejeros Electorales, Representantes de los Partidos Políticos, así como las áreas ejecutivas y técnicas del Organismo Público Local, respecto de las iniciativas de reforma constitucional y legal en materia político electoral: respecto de la diversas iniciativas, por lo que en el apartado B) expuso lo relativo a la reforma de los artículos 16 y 78 de la Constitución Política del Estado de Baja California. (F. 186 a 198);

· Convocatoria dirigida al Secretario General de Gobierno del Poder Ejecutivo; a los Diputados Integrantes de la Comisión de Gobernación, Legislación y Puntos Constitucionales de la XXIII Legislatura del Congreso; al Director de Consultoría Legislativa del Congreso; a un Diputado en el carácter  de diputado inicialista de la referida legislatura; al Titular de la Unidad de Comunicación Social del Congreso; al Director de Procesos Parlamentarios del Congreso; todos del Estado de B.C., en donde se indica fecha, lugar y hora ya referidas, el orden del día entre los que se señala en el punto 1 proyecto de Dictamen de diversas iniciativas de reformas a la Constitución Política del Estado, misma que fue recibida el 16 de abril de 2020 (F. 7 y 8, 10 y 11, 13 y 14, 16 y 17, 19 y 20, 22 y 23); 

· Mediante oficio 002637 de fecha 21 de enero de 2020, emitido por la Presidencia del Gobierno del Edo., B.C., dirigido al Presidente de la Comisión de Gobernación, Legislación y Puntos Constitucionales, se remitió la iniciativa de reforma de los artículos 16 y 78 de la CPBC, que fue recibido el citado día. (F. 28);

· Copia de los oficios de fecha 11 de mayo de 2020, dirigidos a los Ayuntamientos de Playa de Rosario, Tecate, Ensenada y Tijuana, en donde se les remitió copia del Dictamen 37 de la Comisión de Gobernación, los cuales fueron recibidos el 13 de mayo de 2020[footnoteRef:32]; [32:  •	Copia de las constancias de envío a los Ayuntamientos de Playas de Rosarito (recibida el 13 de mayo de 20 por el ayuntamiento y 7 de julio de 2020 por la Comisión de Gobernación, Legislación y Puntos Constitucionales), Tecate y Ensenada (al parecer recibidos el 13 de mayo de 2020, siendo que los sellos son ilegibles), y Tijuana (únicamente se advierte que fue recibido a la 1:12 hrs con anexos, según los antecedentes de la reserva), en donde se les remitió copia del Dictamen 37 de la Comisión de Gobernación. (F. 37, 38, 39, y 40 y 41).] 


· Oficio 4101/2020 de fecha 16 de junio de 2020, expedido por la Presidencia del Congreso, mediante el cual emitió el Decreto No. 74 aprobado por el Pleno del Congreso, dirigido al Gobernador Constitucional del Estado, el cual fue recibido (ilegible) el 18 de junio de 2020 (F. 42 a 45).

43. En vista de lo anterior, en primer lugar, de dichas constancias se advierte que sí fueron notificados el Instituto Estatal Electoral y el Tribunal de Justicia Estatal, ambos del Estado de Baja California, pues recibieron los oficios PCG/00074/2020 y PCG/0073/2020, emitidos por el Presidente de la Comisión de Gobernación, Legislación y Puntos Constitucionales de la XXIII Legislatura Constitucional del Congreso del Estado de Baja California y se indicaron las iniciativas que se analizarían, entre las cuales en el punto 3 se especificó la iniciativa de reforma a los artículos 16 y 78 de la Constitución Política del Estado de BC, presentada por el Dip. Independiente Miguel Ángel Bujanda Ruiz.
44. Por otra parte, de la constancias virtuales enviadas por el Poder Legislativo, en especial del acta de la sesión extraordinaria celebrada el 11 de mayo de 2020, no se tiene constancia de la participación en la sesión de la persona que representaría al Instituto Estatal Electoral, ni tampoco del Presidente del Tribunal del Estado de Baja California (supra, párr. **).[footnoteRef:33]  [33:  Del expediente, no se desprende constancia virtual alguna de que dicho Tribunal haya dado respuesta al mismo ni haya hecho saber si enviaría a una persona en su representación ni que haya emitido alguna opinión; pues de la revisión del acta de la sesión extraordinaria celebrada el once de mayo de dos mil veinte no se desprende que haya asistido a la misma persona alguna que representara a tal Tribunal.] 


45. Sin embargo, sí se advierte que el Presidente del Consejo General del Instituto Estatal Electoral hizo saber al Congreso su opinión técnica, la cual habría trabajado de manera conjunta entre Consejeras y Consejeros Electorales, Representantes de los Partidos Políticos, así como las áreas ejecutivas y técnicas del Organismo Público Local, respecto de las iniciativas de reforma constitucional y legal en materia político electoral: respecto de las diversas iniciativas, en el apartado B), en donde expuso lo relativo a la reforma de los artículos 16 y 78 de la Constitución Política del Estado de Baja California. (supra, p. 19).

46. Respecto del debate para la aprobación del Dictamen impugnado, de las constancias virtuales emitidas por el Poder Legislativo, se advierte que del acta de sesiones extraordinaria celebrada el once de mayo de dos mil veinte, asistieron veinticuatro diputados y se tomó votación respecto del Dictamen No. 37, con las siguientes actuaciones:

· El Dip. Presidente concedió el uso de la voz al Dip. Juan Manuel Molina García para presentar los dictámenes 37 y 40 de la Comisión de Gobernación, Legislación y Puntos Constitucionales de los que solicitó dispensa de lectura total para solo leer proemios y puntos resolutivos misma que fue aprobada por 24 votos.

· Posteriormente el Dip. Juan Manuel Molina García presentó el Dictamen 37, en el que estableció el siguiente Punto resolutivo: “Único. Se aprueba la reforma a los artículos 16, 78 y 80 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano para quedar como: (se hace la transcripción de los artículos citados, solo la parte reformada).

· Posteriormente se declaró abierto el debate del Dictamen No. 37, por lo que se les preguntó a los Diputados, si tenían alguna enmienda que hacer en los que intervinieron los Dips. David Ruvalcaba Flores, Eva María Vásquez Hernández y Gerardo López Montes.

· Se solicitó se recabara la lista de Diputados a FAVOR, en donde intervinieron los Dips: Juan Manuel Molina García, Monserrat Caballero Ramírez y Miguel Ángel Bujanda Ruiz.

· Luego se solicitó se procediera enlistar a los ciudadanos diputados EN CONTRA en segunda ronda, en donde hizo uso de la voz por alusión y en contra los Dip. David Ruvalcaba Flores, Eva María Vázquez Y Rodrigo Anibal Otañez Licona.

· Luego intervino A FAVOR del Dictamen no. 37 del Dip. Juan Manuel Molina García.

· Al no existir ninguna otra observación por parte de los diputados, se solicitó SOMETIERA A VOTACIÓN NOMINAL el Dictamen No. 37, la que resultó aprobada con 18 votos y 6 votos en contra. 

· Posteriormente se presentó reserva al Dictamen No. 37, al resolutivo propuesto en la iniciativa de reforma a los artículos 16, 78 y 80 de la CPBC, al tenor de lo siguiente: (El diputado Juan Manuel Molina García presentó la reserva al Dictamen No. 37, donde habló en la Asamblea). Posteriormente se declaró ABIERTO el debate de la reserva del Dictamen No. 37, por lo que preguntó a los diputados si tenían alguna enmienda que hacer; y al no haber intervenido nadie se tomó votación nominal en a que fue aprobada con 17 votos a favor y 6 votos en contra. 

· Ante esa situación se declaró aprobado el Dictamen no. 37, con la reserva en lo particular.
[…]

47. En virtud de lo anterior, siendo que se ha verificado la notificación a las autoridades electorales correspondientes, así como la participación y debate de aprobación del Dictamen impugnado, el concepto de invalidez al proceso legislativo en análisis resulta infundado.

B) Suspensión de plazos para que los Ayuntamientos emitieran sus informes respectivos

48. El PRI adujo que el procedimiento realizado por el Congreso del Estado para la aprobación de la reforma impugnada vulneró los principios de certeza jurídica y legalidad, ya que desde el mes de marzo y hasta la fecha se encuentran suspendidos los plazos y términos por la XXIII Legislatura del Estado, por lo que no se debió de notificar a los ayuntamientos de la aprobación del Decreto impugnado y, al haberse notificado, no puede computarse el término de un mes que el artículo 112 de la Constitución del Estado de Baja California concede a los Ayuntamientos para manifestar su postura ante el Congreso.

49. Sobre este particular no se pronunció el Poder Legislativo en su informe, pero señaló que la accionante no explicó de qué manera le agravie o vulnere lo aducido respecto del proceso legislativo. 

50. Como lo sostuvo este Pleno al resolver la Acción de Inconstitucionalidad 112/2019 y sus acumuladas 113/2019, 114/2019, 115/2019, 119/2019 y 120/2019,[footnoteRef:34] las reformas constitucionales se rigen por las disposiciones legales aplicables en general a la aprobación de leyes y decretos por parte del Congreso local. [34:  Resuelta el 11 de mayo de 2020, páginas 150 a 153. Unanimidad de votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena apartándose de las consideraciones, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando séptimo, relativo al estudio preferente de las violaciones al proceso legislativo.] 


51. Las reformas o adiciones a la Constitución local se encuentran reguladas en el artículo 112 de ese ordenamiento[footnoteRef:35], en el cual se prevén los siguientes lineamientos: [35:  Artículo 112. Esta Constitución sólo podrá adicionarse o reformarse con los siguientes requisitos: cuando la iniciativa de adición o reforma haya sido aprobada por acuerdo de las dos terceras partes del número total de diputados, se enviará ésta a los Ayuntamientos, con copia de las actas de los debates que hubiere provocado; y si el cómputo efectuado por la Cámara, de los votos de los Ayuntamientos, demuestra que hubo mayoría en favor de la adición o reforma, la misma se declarará parte de esta Constitución.
Si transcurriere un mes después de que se compruebe que ha sido recibido el proyecto de que se trata, sin que los Ayuntamientos remitieran al Congreso el resultado de la votación, se entenderá que aceptan la adición o reforma.
Las reformas o adiciones efectuadas a esta Constitución, aprobadas de conformidad al procedimiento señalado, podrán ser sometidas a Referéndum, de conformidad a las disposiciones que la Ley establezca.
Las adiciones o reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que afecten a esta Constitución, serán inmediatamente adoptadas por el Congreso del Estado, mediante Dictamen, referente a la afectación del texto de ésta, y a la parte de su cuerpo en que deba de incorporarse, aprobado por mayoría calificada, produciendo una declaratoria de reforma o adición constitucional, que deberá promulgarse sin necesidad de ningún otro trámite.] 

· Los órganos que participan en el procedimiento son el Congreso local y los Ayuntamientos del Estado.

· Para la aprobación de la iniciativa de adiciones o reformas es necesaria una votación calificada de dos terceras partes del total de Diputados que integran la legislatura.

· Aprobada la iniciativa en el Congreso local, se envía a los Ayuntamientos con copia de las actas de los debates que hubiere provocado.

· Si de los votos de los Ayuntamientos hubo mayoría en favor de la adición o reforma, el Congreso local la declarará parte de la Constitución estatal.

· Si transcurriere un mes después de que se compruebe que ha sido recibido el proyecto de que se trata, sin que los Ayuntamientos remitieran al Congreso el resultado de la votación, se entenderá que aceptan la adición o reforma.

· Las reformas o adiciones efectuadas a esta Constitución en los términos referidos, podrán ser sometidas a referéndum de conformidad a las disposiciones que la ley de la materia establezca.

· Los decretos serán inmediatamente adoptados por el Congreso del Estado mediante Dictamen referente a la afectación del texto de la Constitución y a la parte de su cuerpo en que debe incorporarse, el cual deberá aprobarse por mayoría calificada y, en su caso, producirá una declaratoria de reforma o adición constitucional que deberá promulgarse sin necesidad de ningún otro trámite.

52. Asimismo, en el artículo 34 apartado C de la Constitución local[footnoteRef:36] también establece, en lo relevante, que:  [36:  Artículo 34. C. Los proyectos de ley y los decretos aprobados por el Congreso, se remitirán al Ejecutivo firmados por el Presidente y el Secretario del Congreso, en un plazo máximo de diez días a su aprobación. En un plazo similar, se deberán remitir a los Ayuntamientos, las iniciativas de adición o reforma a esta Constitución, que haya sido aprobada por acuerdo de las dos tercias partes del número total de Diputados, para los efectos previstos en el artículo 112 de esta Constitución.] 


· En el plazo máximo de diez días las iniciativas de adición o reforma a la Constitución local aprobadas por las dos terceras partes del número total de Diputados, serán remitidos a los Ayuntamientos para los efectos previstos en el artículo 112 de esa Constitución (Apartado C).

53. En el presente caso, respecto de la participación de los Ayuntamientos en el proceso de reforma a la Constitución local, se hace constar que de la declaratoria de procedencia y de los antecedentes expuestos por las partes, los que no se advierte se encuentren en controversia por ninguno de los accionantes (supra párrs. 7 y 8), se nota que, una vez que fue aprobado el Dictamen No. 37 por el cual se reformaron los artículos 16, 78 y 80 de la Constitución Política del Estado de Baja California, mediante oficios de 11 de mayo de 2020, habiendo sido recibidos el 13 de mayo del mismo año fueron notificados los Ayuntamientos de Playas de Rosarito, Tecate, Ensenada, Tijuana y Mexicali,[footnoteRef:37] con la finalidad de que emitieran su punto de vista u observaciones sobre la reforma aprobada. [37:  De conformidad con las constancias del expediente se aprecian los documentos de notificación a los Ayuntamientos, firmado el 11 de mayo de 2020, por medio de los cuales se les envió copia certificada del Dictamen No. 37, así como la reserva en lo particular, que fue aprobada la reforma a los artículos 16, 78 y 80 de la Constitución Política del Estado de Baja California, así como un anexo certificado del extracto del acta de debates sobre la citada reforma, celebrada el once de mayo de dos mil veinte y se “CERTIFICA: Que el presente documento que va en cuatro (4) fojas útiles por un ambos lados, corresponde en forma fiel y exacta con el original que obra en el archivo de Soberanía Estatal, consistente en COPIA DE LOS OFICIOS DIRIGIDOS A LOS AYUNTAMIENTOS DE PLAYAS DE ROSARITO, TECATE, ENSENADA Y TIJUANA EN DONDE SE LES REMITE COPIA DEL DICTAMEN 37 DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, LEGISLACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES.” (F. 41 del anexo XI). Respecto de Mexicali, de la Declaratoria de Procedencia se advierte el número de oficio de notificación (oficio 04036, F- 53).] 

54. De las constancias relativas a la declaratoria de procedencia de la iniciativa de la reforma impugnada, de 16 de junio de 2020, signada por el Presidente y Secretaria de la Mesa Directiva del Congreso, se advierte que: i) el 12 de junio de 2020 se recibió certificación del acta de sesión No. 20, celebrada en esa misma fecha por el Ayuntamiento de Tecate, mediante el cual se informó que por mayoría de votos no aprobaron el Dictamen respectivo; ii) el 16 de junio de 2020 se recibió oficio del Presidente del Ayuntamiento de Playas de Rosarito, mediante el cual se evidenció la certificación relativa a las aprobaciones por mayoría de votos del referido Dictamen; iii) se estableció que “a partir de la fecha en que fueron recibidos los oficios en el punto cuarto de esta declaratoria, los AYUNTAMIENTOS DE TIJUANA, MEXICALI Y ENSENADA, no manifestaron expresamente el sentido de su voto a favor”; iv) por lo tanto y conforme a lo previsto en el artículo 112 de la Constitución Política del Estado de Baja California, se declaró formalmente la incorporación constitucional relativa a la reforma a los artículos 16, 78 y 80 de la citada Constitución.[footnoteRef:38]  [38:  Cfr. Folios. 52 a 58 del anexo XI de la AI 146/2020. (ver folio 55). ] 


55. De tal forma, de conformidad con lo previsto en el artículo 34 apartado C y 112 segundo párrafo de la Constitución local, se considerará aceptada por los Ayuntamientos la reforma aprobada por el Congreso, cuando no se remita el resultado de la votación, luego de trascurrido un mes después de que se compruebe que fue recibido el proyecto correspondiente. Dicho supuesto de aprobación tácita aplica en el presente caso respecto de los Ayuntamientos de Tijuana, Mexicali y Ensenada, quienes no habrían remitido la votación correspondiente dentro del plazo correspondiente. Mientras que los Ayuntamientos de Tecate y Playas de Rosarito si la habrían remitido dentro de dicho plazo.[footnoteRef:39]  [39:  “Con fecha doce de junio de dos mil veinte, fue recibida la certificación del acta de sesión de cabildo número 20 de carácter extraordinario, celebrado el 12 de junio del año dos mil veinte, que remite el LIC. RAÚL ARMANDO MARTÍNEZ NÚÑEZ DE CÁCERES, Secretario del Ayuntamiento de Tecate, Baja California, por el cual, señal que por votación de mayoría absoluta de votos, el Ayuntamiento de Tecate, Baja California, NO aprueba el dictamen número 37 remitido por la Comisión de Gobernación, Legislación y Puntos Constitucionales, […] ( F. 55 anexo XI)
“Con fecha 16 de junio de dos mil veinte, fue recibido oficio PM/863/2020, que remite la C. HILDA ARACELI BROWN FIGUEREDO, PRESIDENTE MUNICIPAL DEL H. VIII AYUNTAMIENTO DE PLAYAS DE ROSARITO, Baja California, por el cual se envía certificación de punto de acuerdo, relativo a la aprobación por mayoría de votos de cabildo de dicho cuerpo edilicio, del dictamen número 37 de la Comisión de Gobernación´, Legislación y Puntos Constitucionales, en sesión extraordinaria de cabildo del día 28 de mayo del año en curso”. (F. 55 anexo XI).] 


56. Sin embargo, si bien se alegó por la accionante (PRI) que derivado de la suspensión de plazos y términos con motivo de la pandemia por el Covid-19, no se debió llevar a cabo la notificación de los Ayuntamientos, y aunque se haya realizado la notificación no se podía computar el término de un mes (supra, párr. 8). No obstante, de los hechos del caso, antecedentes presentados por los accionantes, alegatos del Congreso de Baja California, y circulares respectivas, se advierte que los trabajos legislativos siguieron en curso durante el periodo referido, inclusive con la participación de las minorías parlamentarias, por lo que tampoco se probó que la falta de respuesta por parte de algunos Ayuntamientos se hubiera actualizado con motivo de la aludida suspensión de labores.[footnoteRef:40]  [40:  Véanse Gacetas Municipales de los Ayuntamientos de Tijuana y Mexicali Enlaces: https://www.tijuana.gob.mx/dependencias/Cabildo/gaceta.aspx;  https://www.mexicali.gob.mx/XXIII/gacetaMunicipal.php. 
Cfr. Circulares: DA-229, 259, 270, 298, 343 de 2020. ] 


57. Sin perjuicio de lo anterior, se advierte que frente a esta situación sui géneris,[footnoteRef:41] que escapa de los términos dispuestos sobre días hábiles o inhábiles calendarizados, pudiera recaer, en todo caso, en una irregularidad, la cual no se considera que hubiera tenido una entidad tal que afectara la validez del proceso de manera sustantiva.  [41:  •	Del proceso legislativo en Baja California, se desprende que en los casos de urgencia notoria calificada por mayoría de votos de los diputados presentes, el Congreso puede dispensar los trámites reglamentarios para la aprobación de las leyes y decretos. (artículo 31 de la Constitución Política del Estado de Baja California)] 


58. Al respecto, este Alto Tribunal en diversas acciones de inconstitucionalidad[footnoteRef:42] ha considerado que dentro del procedimiento legislativo pueden suceder violaciones a las reglas que regulan el procedimiento legislativo de carácter formal que trascienden de manera fundamental a la disposición normativa, de manera tal que provocan su invalidez o inconstitucionalidad; aunque también ha sostenido que pueden suscitarse irregularidades de esa misma naturaleza que por su entidad no afectan su validez. Véase las jurisprudencias P./J. 94/2001, y tesis aislada, respectivamente, de rubro:  [42:  Los estándares relativos al análisis de violaciones cometidas durante el desarrollo de los procedimientos legislativos fueron confirmados en las acciones de inconstitucionalidad 36/2013 y su acumulada 37/2013 y en las acciones de inconstitucionalidad 50/2015 y sus acumuladas 55/2015, 56/2015 y 58/2015.  ] 


“VIOLACIONES DE CARÁCTER FORMAL EN EL PROCESO LEGISLATIVO. SON IRRELEVANTES SI NO TRASCIENDEN DE MANERA FUNDAMENTAL A LA NORMA.”[footnoteRef:43]; y  [43:  Dentro del procedimiento legislativo pueden darse violaciones de carácter formal que trascienden de manera fundamental a la norma misma, de tal manera que provoquen su invalidez o inconstitucionalidad y violaciones de la misma naturaleza que no trascienden al contenido mismo de la norma y, por ende, no afectan su validez. Lo primero sucede, por ejemplo, cuando una norma se aprueba sin el quórum necesario o sin el número de votos requeridos por la ley, en cuyo caso la violación formal trascendería de modo fundamental, provocando su invalidez. En cambio cuando, por ejemplo, las comisiones no siguieron el trámite para el estudio de las iniciativas, no se hayan remitido los debates que la hubieran provocado, o la iniciativa no fue dictaminada por la comisión a la que le correspondía su estudio, sino por otra, ello carece de relevancia jurídica si se cumple con el fin último buscado por la iniciativa, esto es, que haya sido aprobada por el Pleno del órgano legislativo y publicada oficialmente. En este supuesto los vicios cometidos no trascienden de modo fundamental a la norma con la que culminó el procedimiento legislativo, pues este tipo de requisitos tiende a facilitar el análisis, discusión y aprobación de los proyectos de ley por el Pleno del Congreso, por lo que si éste aprueba la ley, cumpliéndose con las formalidades trascendentes para ello, su determinación no podrá verse alterada por irregularidades de carácter secundario.” [Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, Agosto de 2001, Página 438, registro 188907].] 


PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. PRINCIPIOS CUYO CUMPLIMIENTO SE DEBE VERIFICAR EN CADA CASO CONCRETO PARA LA DETERMINACIÓN DE LA INVALIDACIÓN DE AQUÉL.[footnoteRef:44] [44:  Época: Novena Época; Registro: 169437; Instancia: Pleno; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XXVII, Junio de 2008; Materia(s): Constitucional; Tesis: P. L/2008; Página: 717.  ] 

59. De ahí que los criterios enunciados siempre deben aplicarse sin perder de vista que la regulación del procedimiento legislativo raramente es única e invariable, sino que incluye ajustes y modalidades que responden a la necesidad de atender a las vicisitudes presentadas en el desarrollo de los trabajos parlamentarios, como, por ejemplo, la entrada en receso de los órganos legislativos o la necesidad de tramitar ciertas iniciativas con urgencia, circunstancias que suceden habitualmente.

60. Al respecto, esta SCJN ha estimado que en su análisis corresponde determinar si la existencia de una violación o irregularidad trasciende o no de modo fundamental en su validez constitucional, sobre la base de los principios de economía procesal y equidad en la deliberación parlamentaria y en atención a las particularidades del caso, situación que en el presente asunto no se configura como una irregularidad que trascienda su validez, y por ende se declara infundado dicho concepto de invalidez al proceso legislativo. 

C) Falta de firma del Decreto impugnados por parte del Gobernador y del Secretario General

61. El Partido Acción Nacional expresó que el Decreto impugnado viola los principios de legalidad y seguridad jurídica al no cumplir con el requisito esencial de firma del Gobernador y del Secretario General de Gobierno, ambos del Estado Baja California, para que sea válido y de observancia obligatoria que exigen los numerales 33; 34; apartado C, párrafo segundo; 48; 52, fracción I y 49, fracción I de la Constitución Local, y 13 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado.

62. Sobre el particular, en sus alegatos escritos el Poder Legislativo señaló que aplicaba el artículo 34 apartado G de la Constitución Política del Estado de Baja California, sobre el supuesto de reformas constitucionales. 

63. De conformidad con la normativa aplicable para el presente análisis, se precisan las siguientes disposiciones: 

Constitución Política del Estado de Baja California

ARTÍCULO 27.- Son facultades del Congreso:

I.- Legislar sobre todos los ramos que sean de la competencia del Estado y reformar, abrogar y derogar las leyes y decretos que expidieren, así como participar en las reformas a esta Constitución, observando para el caso los requisitos establecidos;
[…]

ARTÍCULO 33.- Las iniciativas adquirirán el carácter de ley cuando sean aprobadas por el Congreso y Promulgadas por el Ejecutivo, salvo lo previsto en el artículo 34 de esta Constitución.
[…]

ARTÍCULO 34.- Si el Ejecutivo juzga conveniente hacer observaciones a un proyecto aprobado por el Congreso, podrá negarle su sanción y devolverlo con sus observaciones a este Poder dentro de los quince días siguientes a aquel en que se le haga saber, o para que tomadas en consideración, se examine y se discuta de nuevo.

A. Se reputará aprobado por el Ejecutivo todo proyecto que no se devuelva con observaciones al Congreso dentro de los mencionados términos. Vencido el plazo a que se refiere el párrafo anterior, el Ejecutivo dispondrá de diez días para promulgar y publicar la ley o decreto. Transcurrido este segundo plazo, la ley o decreto será considerado promulgado y el Presidente del Congreso ordenará dentro de los quince días siguientes su publicación en el Periódico Oficial del Estado, sin que se requiera refrendo.
[…] 

C. Los proyectos de ley y los decretos aprobados por el Congreso, se remitirán al Ejecutivo firmados por el Presidente y el Secretario del Congreso, en un plazo máximo de diez días a su aprobación. En un plazo similar, se deberán remitir a los Ayuntamientos, las iniciativas de adición o reforma a esta Constitución, que haya sido aprobada por acuerdo de las dos tercias partes del número total de Diputados, para los efectos previstos en el artículo 112 de esta Constitución. Las leyes, ordenamientos y disposiciones de observancia general que hayan sido aprobados por el Congreso del Estado y sancionadas por el Ejecutivo deberán ser promulgados y publicados en el Periódico Oficial del Estado.

Las leyes, ordenamientos y disposiciones de observancia general que hayan sido aprobados por el Congreso del Estado y sancionadas por el Ejecutivo deberán ser promulgados y publicados en el Periódico Oficial del Estado.

G. El Gobernador del Estado no podrá hacer observaciones sobre los decretos que manden abrir o cerrar sesiones del Congreso, los emitidos por éste cuando actúe en funciones de Jurado de Sentencia y las reformas constitucionales aprobadas en los términos del artículo 112 de esta Constitución.
[…] 

ARTICULO 48.- Todos los acuerdos y disposiciones que el Gobernador diere en uso de sus facultades, deberán para su validez ser autorizados con la firma del Secretario General de Gobierno o de quien conforme a la Ley haga sus veces.
[…] 

ARTÍCULO 49.- Son facultades y obligaciones del Gobernador:
I.- Promulgar, ejecutar y hacer que se cumplan las leyes, decretos y demás disposiciones que tengan vigencia en el Estado;
[…]

ARTÍCULO 52.- Son atribuciones del Secretario General de Gobierno:
I.- Autorizar con su firma las Leyes y Decretos que promulgue el Ejecutivo, así como las disposiciones y acuerdos que éste dicte en el uso de sus facultades;
[…] 

ARTÍCULO 112.- Esta Constitución sólo podrá adicionarse o reformarse con los siguientes requisitos: cuando la iniciativa de adición o reforma haya sido aprobada por acuerdo de las dos tercias partes del número total de diputados, se enviará ésta a los Ayuntamientos, con copia de las actas de los debates que hubiere provocado; y si el cómputo efectuado por la Cámara, de los votos de los Ayuntamientos, demuestra que hubo mayoría en favor de la adición o reforma, la misma se declarará parte de esta Constitución.

Si transcurriere un mes después de que se compruebe que ha sido recibido el proyecto de que se trata, sin que los Ayuntamientos remitieran al Congreso el resultado de la votación, se entenderá que aceptan la adición o reforma

Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Baja California
Precedentes.

ARTICULO 9o.- Los reglamentos, decretos, acuerdos y disposiciones de carácter general que el Gobernador expida en el ejercicio de sus atribuciones, para su validez y observancia constitucional, deberán ser firmados por el Secretario General de Gobierno, o en su ausencia por quien conforme a ésta ley haga sus veces.

Tratándose de decretos promulgatorios a cargo del Gobernador del Estado, correspondientes a las leyes o decretos expedidos por el Congreso del Estado, para su validez y observancia constitucional, deberán ser firmados por el Secretario General de Gobierno, o en su ausencia por quien conforme a ésta ley haga sus veces.


64. Este Tribunal en Pleno observa que el partido accionante, entre otros, hizo alusión al incumplimiento del artículo 34 apartado C de la Constitución Política del Estado de Baja California, que establece que los proyectos de ley y los decretos aprobados por el Congreso, se remitirán al Ejecutivo, en un plazo máximo de diez días a su aprobación, así como que las leyes, ordenamientos y disposiciones de observancia general que hayan sido aprobados por el Congreso del Estado y sancionadas por el Ejecutivo deberán ser promulgados y publicados en el Periódico Oficial del Estado.

65. Sin embargo, a reserva de otra excepción a la necesidad de promulgación por parte del Poder Ejecutivo,[footnoteRef:45] de conformidad con el apartado G del propio artículo 34 del mismo ordenamiento constitucional, se especifica que “[e]l Gobernador del Estado no podrá hacer observaciones sobre […] las reformas constitucionales aprobadas en los términos del artículo 112 de esta Constitución”.  [45:  Veáse artículo 34, inciso A. que establece que se considerará “aprobado por el poder ejecutivo todo aquel proyecto que no se devolvió con observaciones al congreso dentro de los referidos términos y una vez vencido el plazo de quince días el ejecutivo en un término de diez días lo promulgara y publicara la ley o decreto respectivo. Trascurrido el plazo de diez días, la ley o decreto se considerará promulgado y el Presidente del Congreso ordenará dentro de quince días siguientes sea publicado en el Periódico Oficial del Estado, sin que se requiera refrendo.”
Veáse Amparo en Revisión 129/2019, la Primera Sala de esta SCJN.  Ministro Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Resuelto en la Sesión del cuatro de diciembre de dos mil diecinueve, párr. 73.] 


66. Dicho artículo 112 establece como requisitos para reformar la Constitución del Estado, que: i) la iniciativa haya sido aprobada por las dos tercias partes del número total de diputados; ii) se envíe a los Ayuntamientos con copia de las actas de los debates, y iii) y se obtenga la mayoría en favor de la adición por parte de los Ayuntamientos, mismos que cuentan con un mes para remitir el resultado de la votación. Por lo que una vez cumplidos tales requisitos se considerarán parte de la Constitución Estatal. 

67. Sobre este particular, dichas disposiciones reflejan el principio de división de poderes,[footnoteRef:46] pues existen ciertos actos que no pueden ser objeto de ese control, en el sentido de tutelar la independencia del Congreso local como poder reformador.[footnoteRef:47] Así, el sentido de que el Ejecutivo local no realice observaciones en el caso de reformas constitucionales locales, y en su caso, la potestad de veto, obedece a que el principio democrático se encuentra garantizado con el aumento de requisitos para la aprobación de tales reformas, a través de la aprobación de dos terceras partes del Congreso, así como de la mayoría de los Ayuntamientos. Por lo que en dicho supuesto, no se actualiza la necesidad en la promulgación por parte del Ejecutivo local[footnoteRef:48] ni del refrendo correspondiente por parte de Secretario General, lo que se corrobora también con la Ley Orgánica del Periódico Oficial del Estado.[footnoteRef:49]  [46:  DIVISIÓN DE PODERES. EL ARTÍCULO 32 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL EL 21 DE JULIO DE 2003, RESPETA ESE PRINCIPIO.
Tesis: P./J. 53/2005; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Novena Época; 177981; 12 de 15
Pleno; Tomo XXII, Julio de 2005; Pág. 921; Jurisprudencia (Constitucional).]  [47:  DERECHO DE VETO. SU EJERCICIO NO ES ILIMITADO, EN TANTO QUE EXISTEN ACTOS QUE NO PUEDEN SER OBJETO DE AQUÉL, ATENTO AL PRINCIPIO DE LA NO INTERVENCIÓN DE UN PODER EN OTRO TRATÁNDOSE DE ACTOS DE DETERMINADA NATURALEZA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE TABASCO). El ejercicio del derecho de veto conferido al Poder Ejecutivo del Estado de Tabasco no es ilimitado, ya que existen actos que no pueden ser objeto de ese control, pues lejos de limitarse a esa finalidad, vulnerarían la independencia del Poder Legislativo local e inclusive propiciarían enfrentamientos innecesarios entre poderes. En efecto, este principio de la no intervención de un poder en otro tratándose de actos de determinada naturaleza, deriva de diversas disposiciones constitucionales del Estado de Tabasco, en las que expresamente no se permite o no se prevé el derecho de veto, como en el caso de las facultades propias del órgano legislativo. Así, el artículo 78 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Tabasco prohíbe el ejercicio del derecho de veto cuando el Congreso local ejerza funciones de colegio electoral o de jurado; cuando declare la procedencia de juicio político o que ha lugar a proceder penalmente en contra de los servidores públicos; cuando hayan sido aprobadas las adiciones o reformas a la Constitución Federal, a la del Estado, a la Ley Orgánica citada y a su Reglamento interno, y tampoco podrá hacerlo al decreto de convocatoria a sesiones extraordinarias que expida la Comisión Permanente.  Controversia constitucional 52/2004. Poder Legislativo del Estado de Tabasco. 23 de mayo de 2005. Mayoría de siete votos. Disidentes: Juan Díaz Romero, Genaro David Góngora Pimentel y Juan N. Silva Meza. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Laura García Velasco. El Tribunal Pleno, el cinco de julio en curso, aprobó, con el número XXVIII/2005, la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación no es idónea para integrar tesis jurisprudencial. México, Distrito Federal, a cinco de julio de dos mil cinco
Tesis: P. XXVIII/2005; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Novena Época; 177992; 11 de 15; Pleno; Tomo XXII, Julio de 2005; Pág. 921; Tesis Aislada (Constitucional). ]  [48:   La promulgación es un acto preformativo (una acción lingüística) mediante la cual el titular del Poder Ejecutivo da a conocer a los habitantes del Estado una ley (creación, reforma o adición) una vez que ha sido discutida y aprobada por el Poder Legislativo, y ordena su publicación. El sentido de la promulgación se cumple cuando la nueva ley se divulga mediante los medios oficiales. Cfr. Controversia Constitucional 32/2007, págs. 78 y 79.]  [49:   Ver artículo 1 al 3. Artículo 3, fracción VIII. Los actos y resoluciones que la Constitución Política del Estado […] y las leyes, ordenen se publiquen en el periódico oficial. ] 


68. En similar sentido, en el artículo 72 inciso I de la Constitución General, se establecen limitaciones al Ejecutivo respecto de resoluciones del Congreso o de alguna de las Cámaras.[footnoteRef:50]  [50:  I (sic DOF 24-11-1923). “El Ejecutivo de la Unión no puede hacer observaciones a las resoluciones del Congreso o de alguna de las Cámaras, cuando ejerzan funciones de cuerpo electoral o de jurado, lo mismo que cuando la Cámara de Diputados declare que debe acusarse a uno de los altos funcionarios de la Federación por delitos oficiales. Tampoco podrá hacerlas al Decreto de convocatoria a sesiones extraordinarias que expida la Comisión Permanente.”
Por otra parte, véase: DERECHO DE VETO. AL NO EXISTIR ALGÚN PRECEPTO CONSTITUCIONAL QUE LIMITE SU EJERCICIO EN CUANTO AL CONTENIDO, EL TITULAR DEL PODER EJECUTIVO PUEDE REALIZAR LIBREMENTE SUS OBSERVACIONES A CUALQUIER PROYECTO DE LEY O DECRETO. Tesis: 1a. LXXXVII/2009; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Novena; Época; 167267; 6 de 15; Primera Sala; Tomo XXIX, Mayo de 2009; Pág. 851; Tesis Aislada (Constitucional). ] 


69. En vista de lo anterior, siendo que el Decreto 74 se trata de reformas a la Constitución local, en el presente caso se actualiza la hipótesis planteada en los artículos 34, apartado G y 112 de dicha Constitución, por lo que resultó procedente la publicación del referido Decreto el 16 de junio de 2020 por parte del Congreso del Estado, y en consecuencia el concepto de invalidez en estudio resulta infundado. 

II. RELECCIÓN CONTINUA Y SU POSIBILIDAD DE SEPARARSE O NO DEL CARGO 

70. Sobre el particular, los accionantes plantearon diversos aspectos de la irregularidad constitucional de las normas impugnadas. Principalmente, y a reserva de otros específicos (infra, párrs 78 y 84), se destaca en lo esencial que: 

a) El PRD señaló que en el fondo la reforma da ventaja a quién ya es funcionario, y no hay una competencia legítima con las personas aspirantes por primera vez; 
b) El PRI sostuvo que la reelección continua afecta los principios de proporcionalidad y razonabilidad porque dan ventajas a los funcionarios establecidos en la reforma versus quien se inscribe por primera ocasión y otros funcionarios que no tienen ese beneficio. Ello va en contra del derecho convencional a participar en igualdad de condiciones en las elecciones. También afecta las funciones que tienen a cargo los funcionarios que se presentan a la relección (y dedicar tiempo completo a su función, así como el posible uso de recursos públicos.
c) El Partido Local de Baja California sostuvo que el artículo transitorio no establece que esa reforma aplica a la siguiente legislatura, por lo que su aplicación retroactiva a la actual legislatura transgrede el principio de irretroactividad de leyes y se presenta una omisión legislativa.

71. En atención a ello, a continuación se realiza el análisis correspondiente en los aparatados sobre: A) la separación o no del cargo en la reelección continua y B) la presunta retroactividad y la omisión legislativa. 

A) Sobre la separación o no del cargo en la reelección continua. 

72. Este Alto Tribunal estima que son infundados los conceptos de invalidez sintetizados, en los que se aduce que resulta inconstitucional la posibilidad de que determinados funcionarios locales cuenten con la posibilidad de permanecer en su cargo para reelegirse, ya que este Tribunal Pleno de manera reiterada ha determinado que los Congresos locales gozan de libertad de configuración legislativa para establecer si tales funcionarios que pretendan reelegirse deben o no separarse del cargo, por las razones siguientes.
73. El Diccionario de la Real Academia Española define a la reelección como la posibilidad de elegir otra vez a una persona o cosa; por tanto, se trata de la posibilidad de participar nuevamente en un proceso electoral. En este sentido, la reelección deriva del derecho político a votar y ser votado, y si bien ningún tratado internacional lo reconoce como un derecho inherente político, los diversos Estados en el mundo han establecido distintos modelos de reelección respecto de distintos cargos, lo cual tampoco se encuentra proscrito a nivel internacional. Por tanto, dicha figura representa distintos derechos tanto para el electorado que califica el cargo en cuestión, así como para el funcionario que pretende reelegirse, y las salvaguardas que esto debe conllevar.[footnoteRef:51]  [51:  Véanse, inter alia, los artículos 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Declaración Universal de Derechos Humanos, Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre.  ] 


74. En México, con la denominada reforma político-electoral de diez de febrero de dos mil catorce, se incorporó al texto constitucional federal la posibilidad de que los diputados de las entidades federativas sean reelegidos en su cargo (art. 59 y 116). Asimismo, se estableció que las entidades deberán establecer la elección consecutiva para el mismo cargo de presidentes municipales, regidores y síndicos, por un periodo adicional, siempre y cuando el periodo del mandato de los ayuntamientos no supere los tres años (art. 115, fracción I párrafo segundo). 

75. Respecto del marco general de la libertad configurativa en el ámbito local en la materia de la reelección, este Tribunal Pleno ya se ha pronunciado en diversos precedentes en el sentido que, como una delimitación del contenido del derecho a ser votado, el artículo 116, fracción II, párrafo segundo, de la Constitución Federal es claro al prever que las constituciones estatales deberán establecer la elección consecutiva de los diputados a las legislaturas de los Estados hasta por cuatro periodos consecutivos; así como que la postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que los hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato . 

76. En estos precedentes el Tribunal Pleno explicó que con motivo de la citada reforma las entidades federativas están obligadas a introducir en sus ordenamientos constitucionales la elección consecutiva de los diputados de sus legislaturas; sin embargo, se les otorgó libertad configurativa para establecer la regulación pormenorizada de esta posibilidad de reelección, estableciéndose únicamente dos limitantes: a) que la elección consecutiva sea hasta por cuatro periodos, entendiendo la locución “hasta” como un tope y, b) que la postulación del diputado que se pretenda reelegir podrá hacerse vía candidatura independiente, si fue electo mediante tal mecanismo de participación política (posibilidad que se desprende implícitamente del texto constitucional), o sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que lo hubiere postulado, salvo que haya renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato.

77. En este sentido, con excepción de estas dos limitaciones impuestas constitucionalmente, los Estados de la República tienen libertad de configuración legislativa para regular el régimen de la elección consecutiva de los diputados, incluyendo los requisitos de separación o no del cargo, siempre y cuando las normas cumplan, como cualquier otra, con criterios de proporcionalidad y razonabilidad.

78. Respecto de la separación o no en el cargo, este Tribunal Pleno al resolver la Acción de Iinconstitucionalidad 50/2016,[footnoteRef:52] en sesión de 25 de agosto de 2016, sostuvo que el establecimiento de una condición de separación definitiva o no de un cargo público para que un ciudadano pueda ser elegible a participar en un proceso electoral determinado, se encuentra dentro de la libertad de la que gozan los Estados para configurar su orden jurídico dentro de los límites que la propia Constitución impone. [52:  Acción de Inconstitucionalidad 50/2016. “50. Tema 1. Separación del cargo público como requisito de elegibilidad o impedimento para ser postulado a un cargo de elección popular; reincorporación a la conclusión del proceso electoral (artículos 16, cuarto párrafo y 19, tercer párrafo del Código Electoral del Estado de México).] 


79. Posteriormente, este Tribunal Pleno al resolver la Acción de Inconstitucionalidad 29/2017 y sus acumuladas 32/2017, 34/2017 y 35/2017,[footnoteRef:53] en su sesión pública correspondientes al 21 de agosto de 2017, determinó que tanto en el tema de la temporalidad con la que los servidores públicos deben separarse de sus cargos para acceder al cargo de diputados y en el relativo a la reelección de diputados, los constituyentes y las legislaturas locales cuentan con libertad de configuración legislativa para establecer la regulación pormenorizada, siempre y cuando las normas cumplan, como cualquier otra, con criterios de proporcionalidad y razonabilidad. En este sentido, el constituyente local en ejercicio de su libertad de configuración decidió que deberían expedirse las normas que deben ser acatadas por los diputados que pretendan reelegirse y opten por no separarse de su cargo. De hecho, se estima que resulta razonable la intención de expedición de las citadas normas, pues éstas deberán precisar la salvaguarda, como mínimo, de la no utilización de recursos humanos, materiales o económicos propios de su encargo público para su precampaña o campaña electoral.  [53:  Cfr. Párr. 400. Sobre el particular, este Tribunal Pleno al resolver la acción de inconstitucionalidad 29/2017 y sus acumuladas 32/2017, 34/2017 y 35/2017, analizó el fundamento constitucional del supuesto normativo que ahora se combate, es decir, examinó el artículo 26, fracción III de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, declarando su validez respecto de la reelección de diputados, y la invalidez en relación con el tratamiento desigual que se da para los presidentes municipales frente a los síndicos y regidores. ] 


80. De igual forma, en la Acción de Inconstitucionalidad 40/2017 y sus acumuladas 42/2017, 43/2017, 45/2017 y 47/2017,[footnoteRef:54] en su sesión pública correspondiente al 24 de agosto de 2017, determinó que tampoco existe violación a los párrafos séptimo y octavo del artículo 134 de la Constitución Federal, por la sola circunstancia de que los diputados que pretendan su reelección no se separen del cargo para contender. Así, concluyó que el supuesto normativo que otorgaba a los diputados locales que pretendan ser reelectos la posibilidad de optar por no separarse de su encargo, no resulta inconstitucional; máxime que uno de los objetivos de esta figura es reconocer el desempeño de aquel servidor público que se vio favorecido con el voto popular y que mejor manera de obtener la reelección que, demostrando, el fiel cumplimiento a la labor encomendada en el puesto de elección popular, en el entendido de que cualquier utilización de recursos públicos en su beneficio y con motivo del ejercicio de su cargo, será motivo de sanción en términos de los artículos 108 y 134 constitucionales. Similares consideraciones se establecieron en la Acción de Inconstitucionalidad 69/2017 y su acumulada 76/2017,[footnoteRef:55] resuelta en la sesión pública correspondiente al 24 de agosto de 2017.  [54:  Los preceptos que son impugnados porque otorgan la opción a quienes sean diputados locales que pretendan ser reelectos, de no separarse de su cargo mientras cumplan las condiciones que señala el artículo 162, es decir, siempre que no realicen actos de campaña en días y horas hábiles propias de su encargo; no utilicen recursos públicos, ya sean humanos, materiales o económicos que les correspondan para el ejercicio de su encargo y cumplan con las obligaciones inherentes a su encargo como diputado.]  [55:  “66.	Tema 3. Excepción para los Diputados locales de separarse del cargo para poder reelegirse o elegirse en un ayuntamiento. (Artículos 30, fracciones I, II y IV, de la Constitución del Estado de Tamaulipas, 26, fracción VI y 28, del Código Municipal y 181, fracción III, y 186, fracción I, de la Ley Electoral del Estado de Tamaulipas.)] 


81. Por su parte, en la Acción de Inconstitucionalidad 50/2017,[footnoteRef:56] resuelta en sesión pública de 29 de agosto de 2017, el Pleno sostuvo que al no existir mandato constitucional que obligue a los diputados locales a separarse del cargo durante sus campañas electorales en las que pretendan reelegirse, se impone concluir que no existe impedimento para que se mantengan en el cargo mientras realizan proselitismo político, más aún si se toma en cuenta que en estos casos lo que buscan los diputados mediante su candidatura es demostrar que merecen el voto para dar continuidad a su actividad legislativa, función que además –si la legislatura lo estima conveniente– tampoco debe paralizarse por la sola circunstancia de que muchos de sus integrantes participen en el mismo proceso electoral en busca de la reelección, de manera que tienen amplia libertad para determinar si los diputados postulados deben separarse del cargo convocando a los suplentes, o bien, si pueden desempeñar sus funciones simultáneamente con la difusión de sus campañas políticas. [56:  Se reconoce la validez de los artículos 75 Bis, párrafo sexto, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Yucatán; así como 138, 218, párrafos segundo, en la porción normativa “En el caso de los diputados propietarios o suplentes podrán ser reelectos para el periodo inmediato en la forma, términos y condiciones que señale esta ley y el Consejo General, sin requerir licencia para separarse del cargo”, tercero, en la porción normativa “En el caso de los integrantes de los ayuntamientos que aspiren a ser reelectos para el mismo cargo en el periodo inmediato siguiente, deberán cumplir con los términos y condiciones que señale esta ley y el Consejo General”, sexto y séptimo, y 337 de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Yucatán.] 


A.1) Impugnación de los principios rectores de la función electoral frente al supuesto en análisis

82. Ahora bien, en el presente caso los accionantes realizaron particulares conceptos de invalidez sobre: i) la presunta vulneración de los criterios de proporcionalidad y razonabilidad, así como de los principios de equidad, certeza, imparcialidad y objetividad que debe regir en las contiendas electorales e impedir la desigualdad entre los candidatos a ocupar el cargo de diputado, presidentes municipales, regidores y síndicos a través de la reelección y entre aquéllos candidatos que por primera ocasión participan para ocupar alguno de los cargos previamente mencionados, incluyendo que la posibilidad de no separarse constituye un apoyo para el servidor público en la construcción de una imagen positiva ante el electorado, y ii) que el supuesto de estudio vulnera los artículos 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, respecto de los derechos políticos a acceder a la función pública en condiciones de igualdad. 

83. Al respecto, este Tribunal en Pleno reitera que, por lo que hace a la opción de los funcionarios locales que pretendan reelegirse, de no separarse del cargo desempeñado, no es violatoria de los criterios de proporcionalidad y razonabilidad, ni de los principios de equidad, igualdad, certeza y legalidad electorales, ya que el constituyente local, en el ejercicio de su libertad de configuración, decidió que esta permisión aplicaría, en igualdad de circunstancias para aquellos funcionarios habilitados por la norma, quienes en el ejercicio de su encargo, tengan la intención de reelegirse, dejando en ellos la decisión de separarse o no de su encargo. Además, se trata de una regla clara y cierta que se aplicará a todos los funcionarios que se encuentren en el mismo supuesto; esto es, que pretendan reelegirse.[footnoteRef:57] [57:  Véase Acción de Inconstitucionalidad 40/2017 y sus acumuladas, párr. 402, y A.I. 50/2017, pág. 61. ] 


84. Tampoco es desigual la posibilidad en estudio frente a los ciudadanos que pretendan participar por primera ocasión en dichos cargos, siendo que desde la reforma político-electoral a la Constitución General del 2014 se incluyó la figura de la relección a distintos funcionarios locales, pretendiendo sobre todo una visión colectiva, al favorecer la evaluación y calificación de los electores de la gestión en curso (premiando o castigando ésta), así como, en su caso, una visión individual, favoreciendo la continuidad en el cargo que permita la rendición de cuentas y la profesionalización de la función,[footnoteRef:58] por lo que quien participa en el supuesto de la relección, no participa per se bajo el mismo supuesto legal de quien lo hace por primera ocasión.[footnoteRef:59] En este sentido, la condición de igualdad se debe actualizar entre candidatos que se encuentren en el mismo supuesto normativo.  [58:  Dicha dimensión fue considerada en las comisiones que dictaminaron la iniciativa de reforma constitucional que incorporó esta figura jurídica al texto constitucional, en los términos siguientes: “[…] la reelección inmediata o elección consecutiva de legisladores trae aparejadas ventajas, como son: tener un vínculo más estrecho con los electores, ya que serán estos los que ratifiquen mediante su voto, a los servidores públicos en su cargo, y ello abonará a la rendición de cuentas y fomentará las relaciones de confianza entre representantes y representados, y profesionalizará la carrera de los legisladores, para contar con representantes mayormente calificados para desempeñar sus facultades, a fin de propiciar un mejor quehacer legislativo en beneficio del país; lo que puede propiciar un
 mejor entorno para la construcción de acuerdos” Comisiones Unidas de Puntos Ver. Constitucionales; de Gobernación; de Reforma del Estado de Estudios Legislativos. : http://www.diputados.gob.mx/sedia/biblio/prog_leg/135_DOF_10feb14.pdf. Págs. 111- 112.]  [59:  Sin dejar de tomar en cuenta la teoría Incumbency-desafiante, referentes a las posibles ventajas asociadas del ejercicio del cargo durante un periodo determinado frente a los nuevos candidatos. ] 


85. En este sentido, en la Acción de Inconstitucionalidad 69/2017 y su acumulada, el Pleno de la SCJN estimó que la medida en estudio adoptada por el Congreso del Estado de Tamaulipas no representaba “una ventaja indebida en el contexto de un proceso electoral, ni tampoco violenta[ba] el principio de equidad, pues la permisión de la reelección consecutiva ya sea para legisladores o miembros de los ayuntamientos implica que en caso de ser nuevamente postulados para reelegirse, contendrán desde el propio cargo que ostenten en aras de volver a contar con la aceptación del electorado para volver a obtenerlo, a diferencia de quienes buscan por primera vez ser electos, por lo tanto no es dable interpretar una diferencia de trato injustificado en situaciones con elementos normativos distintos”.[footnoteRef:60]  [60:  Cfr. Acción de Inconstitucionalidad 69/2017 y acumuladas, párr. 79. ] 


86. Respecto del argumento de que permanecer en el cargo pueda adquirir una mayor notoriedad o exposición mediática del funcionario público, en todo caso ello es inherente a la figura constitucional de la reelección, lo cual podrá resultar favorable o desfavorable dependiendo del caso concreto, sobre todo frente al escrutinio público y rendición de cuentas que pretende dicha figura. 

87. Complementariamente, se observa que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial en su opinión a las presentes acciones en estudio, también encontró que las disposiciones reformadas regulan un supuesto diferenciado identificable, ya que es aplicable sólo a quienes pretendan reelegirse en el cargo que ocupan, lo que no es aplicable a quienes aspiren a la obtención de un candidatura sin encontrarse en el supuesto de la reelección o la elección constitutiva en el mismo cargo, ya que conforme a los precedentes citados se tratan de hipótesis específicas que no derivan en la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas.
88. En razón de lo anterior, no se vulneran los artículos 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, respecto de los derechos políticos a acceder a la función pública en condiciones de igualdad,[footnoteRef:61] lo que más bien se encuentra de conformidad con la fracción I del artículo 115 de la Constitución General. [61:  Artículo 25. Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de la distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades:
a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos;
b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores;
c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.

Artículo 23. Derechos Políticos. 1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades:
 a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos;
 b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y
 c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.
 2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal.] 


89. Respecto de los argumentos de los accionantes sobre: iii) que la no separación del cargo afecta las funciones que tienen a cargo los funcionarios que se presentan a la relección de dedicarse de tiempo completo a su función, y iv) que se pretende hacer imparcial uso de recursos públicos del Estado, y da lugar a un posible uso de recursos públicos que están bajo el manejo de los funcionarios que pretendan reelegirse de manera consecutiva, para favorecer la campaña electoral de los mismos al encontrarse aún en funciones. 

90. Primeramente, se hace notar que las disposiciones en estudio otorgan la posibilidad de que el funcionario respectivo que pretenda participar en la relección se separe o no del cargo; decisión que le compete ponderar al funcionario específico, lo cual pudiera convenirle o no. Sin perjuicio de lo anterior, la reforma en comento en sus artículos 16, 78 y 80, es clara en establecer los supuestos que se deberán cumplir en el caso de permanecer en el cargo. A saber: 

Artículo 16. […] 
Durante los periodos de campaña respectiva, quien pretenda reelegirse de manera consecutiva, debe ponderar los siguientes supuestos:

I.- No podrá recibir emolumentos o salarios, dietas, apoyos para gestión social o cualquier otra que se le asimile, independientemente de la obligación de continuar en el desempeño del cargo para el cual ha decidido participar en elección consecutiva.

II.- No podrá utilizar recursos públicos que les correspondan por el ejercicio de su encargo para promover o influir de manera alguna en el voto a su favor o en contra de algún candidato.
III.- No podrá ocupar al personal adscrito a la nómina del Congreso del Estado durante su horario laboral para realizar actos de campaña.

IV.- No podrá estar presente en actos públicos relacionados con la entrega de beneficios derivados de programas sociales promovidos en su encargo.

V.- No podrá condicionar la entrega de recursos provenientes de programas públicos en ninguna circunstancia.

VI.- No podrá promocionar o publicar las acciones de beneficio social realizadas en el periodo que comprende, desde el inicio de las campañas hasta la conclusión de la jornada electoral.

VII.- Las demás prohibiciones o limitaciones que determinen las leyes aplicables en la materia.

Artículo 78. […] 

Durante los actos de precampaña o campaña respectiva, quien pretenda participar en una elección consecutiva, deberá abstenerse del uso de recursos públicos en los términos que prevé el artículo 16 de esta Constitución y 9 TER de la Ley para el Régimen Municipal para el Estado de Baja California, además en el periodo de campaña, no podrán recibir emolumentos o salarios, dietas, apoyos para gestión social o cualquier otra que se le asimile, independientemente de la obligación de desempeñar el cargo para el cual ha decidido participar en elección consecutiva.

91. Frente a dichos supuestos, al menos de manera normativa, se pretendió blindar cualquier conflicto de interés o incompatibilidad de las funciones ejercidas respecto de la hipótesis en estudio, en el entendido que cualquier utilización de recursos públicos en su beneficio y con motivo del ejercicio de su cargo, será motivo de sanción en términos de los artículos 108 y 134 constitucionales, siendo además que el incumplimiento de lo anterior tiene que ver con una cuestión de aplicación específica de la norma, por lo que no debe perderse de vista que existen mecanismos de fiscalización respecto de la aplicación de los recursos públicos, los cuales contemplan los procedimientos y sanciones conducentes para los servidores públicos que lleven a cabo una indebida o incorrecta aplicación de recursos públicos.

92. De hecho, el propio artículo 134 constitucional mandata que los recursos económicos de que dispongan todos los niveles de gobierno, se administren con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados e indica que los resultados del ejercicio de dichos recursos serán evaluados por las instancias técnicas correspondientes, e igualmente precisa que los servidores públicos de la Federación, de las entidades federativas, de los municipios y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, tienen en todo tiempo la obligación de aplicar con imparcialidad los recursos públicos que están bajo su responsabilidad y sin influir en la equidad de la competencia entre los partidos políticos.[footnoteRef:62] [62:  Cfr. Acción de Inconstitucionalidad 40/2017 Y Sus Acumuladas, párr. 395. Acción de Inconstitucionalidad 29/2017 y sus acumuladas, párr. 401. ] 


93. Por último, cabe señalar que dichas salvaguardas aplican tanto a los servidores públicos que ejercen funciones legislativas (Diputados y Regidores), como a quienes ejercen funciones ejecutivas (Presidentes Municipales y Síndicos), ya que si bien estos últimos tienen mayor acceso al manejo de recursos públicos en su calidad ejecutiva, también le asisten las obligaciones de rendición de cuentas y fiscalización frente a conductas irregulares, lo cual quedó establecido expresamente en el artículo 78 y 80 de la reforma en estudio (supra párr. 90) y de conformidad con el aludido artículo 9 TER de la de la Ley para el Régimen Municipal para el Estado de Baja California, que también limita el uso de recursos humanos del Ayuntamiento y actos propios de la investidura del cargo, el cual dispone que: 

ARTÍCULO 9 TER.[footnoteRef:63]- El Presidente Municipal, Síndico Procurador y Regidores que participen en un proceso electoral con el propósito de su elección consecutiva, conforme a lo dispuesto por las leyes aplicables, se sujetarán a lo siguiente: [63:   ADICIONADO, P.O. 9 DE JUNIO DE 2018. ] 

I. No podrán utilizar recursos públicos que les correspondan por el ejercicio de su encargo para promover o influir de manera alguna en el voto a su favor o en contra de algún candidato.
II. No podrán ocupar al personal adscrito a la nómina del Ayuntamiento durante su horario laboral para realizar actos de campaña.
III. No podrán estar presentes en actos públicos relacionados con la entrega de beneficios derivados de programas sociales.
IV. No podrán condicionar la entrega de recursos provenientes de programas públicos en ninguna circunstancia.
V. No podrán promocionar o publicitar las acciones de gobierno realizadas en el periodo que comprende desde el inicio de las precampañas hasta la conclusión de la jornada electoral.
VI. Las demás prohibiciones o limitaciones que determinen las leyes aplicables en la materia.

94. En vista de lo anterior, las normas impugnadas no vulneran per se la imparcialidad en el cargo que se ejerce ni la participación en el proceso de reelección, lo que en el caso de presentarse irregularidades en un caso concreto, existen los mecanismos e instancia correspondientes de impugnación, por lo que dichos argumentos resultan infundados.

B) Sobre la presunta retroactividad y la omisión legislativa

95. Los accionantes argumentan que el artículo transitorio no establece que esa reforma aplica a la siguiente legislatura, por lo que su aplicación retroactiva a la actual legislatura transgrede el principio de irretroactividad (artículo 14 constitucional) de leyes y se presenta una omisión legislativa (artículo 116 constitucional), pues el legislador omitió aclarar que tal norma conforme al principio de irretroactividad de las leyes, adquiría vigencia el día siguiente de su publicación y que la misma no puede ser aplicada a los Diputados de la legislatura que la aprobaron (supra párr. 5).

96. Es decir, el accionante estima que las reformas impugnadas no le deberían ser aplicadas a los funcionarios correspondientes que están actualmente en el cargo, sino en todo caso a los funcionarios electos, a partir de la próxima elección. 

97. Por su parte el Poder Legislativo del Estado afirmó que no se viola dicho principio, siendo que en el caso que alguno de los diputados en funciones busque la relección consecutiva, eso sería hasta el 2021, por lo que constituye a la fecha una expectativa de derecho y no un derecho adquirido en este momento, lo cual además se debe dar de acuerdo con los supuestos del proceso electoral, lo que a la fecha no existe, pues no ha iniciado el proceso electoral 2020-2021, lo cual ocurrirá hasta diciembre de dos mil veinte, por lo que no hay omisión legislativa (supra párr. 11)

98. Al respecto, sobre la retroactividad de leyes esta SCJN se ha pronunciado en las jurisprudencias de rubro: 

“RETROACTIVIDAD DE LAS LEYES. SU DETERMINACIÓN CONFORME A LA TEORÍA DE LOS COMPONENTES DE LA NORMA[footnoteRef:64];  [64:  Conforme a la citada teoría, para determinar si una ley cumple con la garantía de irretroactividad prevista en el primer párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debe precisarse que toda norma jurídica contiene un supuesto y una consecuencia, de suerte que si aquél se realiza, ésta debe producirse, generándose, así, los derechos y obligaciones correspondientes y, con ello, los destinatarios de la norma están en posibilidad de ejercitar aquéllos y cumplir con éstas; sin embargo, el supuesto y la consecuencia no siempre se generan de modo inmediato, pues puede suceder que su realización ocurra fraccionada en el tiempo. Esto acontece, por lo general, cuando el supuesto y la consecuencia son actos complejos, compuestos por diversos actos parciales. De esta forma, para resolver sobre la retroactividad o irretroactividad de una disposición jurídica, es fundamental determinar las hipótesis que pueden presentarse en relación con el tiempo en que se realicen los componentes de la norma jurídica. Al respecto cabe señalar que, generalmente y en principio, pueden darse las siguientes hipótesis: 1. Cuando durante la vigencia de una norma jurídica se actualizan, de modo inmediato, el supuesto y la consecuencia establecidos en ella. En este caso, ninguna disposición legal posterior podrá variar, suprimir o modificar aquel supuesto o esa consecuencia sin violar la garantía de irretroactividad, atento que fue antes de la vigencia de la nueva norma cuando se realizaron los componentes de la norma sustituida. 2. El caso en que la norma jurídica establece un supuesto y varias consecuencias sucesivas. Si dentro de la vigencia de esta norma se actualiza el supuesto y alguna o algunas de las consecuencias, pero no todas, ninguna norma posterior podrá variar los actos ya ejecutados sin ser retroactiva. 3. También puede suceder que la realización de alguna o algunas de las consecuencias de la ley anterior, que no se produjeron durante su vigencia, no dependa de la realización de los supuestos previstos en esa ley, ocurridos después de que la nueva disposición entró en vigor, sino que tal realización estaba solamente diferida en el tiempo, ya sea por el establecimiento de un plazo o término específico, o simplemente porque la realización de esas consecuencias era sucesiva o continuada; en este caso la nueva disposición tampoco deberá suprimir, modificar o condicionar las consecuencias no realizadas, por la razón sencilla de que éstas no están supeditadas a las modalidades señaladas en la nueva ley. 4. Cuando la norma jurídica contempla un supuesto complejo, integrado por diversos actos parciales sucesivos y una consecuencia. En este caso, la norma posterior no podrá modificar los actos del supuesto que se haya realizado bajo la vigencia de la norma anterior que los previó, sin violar la garantía de irretroactividad. Pero en cuanto al resto de los actos componentes del supuesto que no se ejecutaron durante la vigencia de la norma que los previó, si son modificados por una norma posterior, ésta no puede considerarse retroactiva. En esta circunstancia, los actos o supuestos habrán de generarse bajo el imperio de la norma posterior y, consecuentemente, son las disposiciones de ésta las que deben regir su relación, así como la de las consecuencias que a tales supuestos se vinculan.
Jurisprudencia (Constitucional), Tesis: P./J. 123/2001; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Novena Época; 188508; 3 de 4; Pleno Tomo XIV, Octubre de 2001; Pág. 16. ] 

y RETROACTIVIDAD DE LA LEY Y APLICACIÓN RETROACTIVA. SUS DIFERENCIAS.”[footnoteRef:65] [65:  El análisis de retroactividad de las leyes implica estudiar si una determinada norma tiene vigencia o aplicación respecto de derechos adquiridos o situaciones jurídicas acaecidas con anterioridad a su entrada en vigor. En cambio, el análisis sobre la aplicación retroactiva de una ley supone la verificación de que los actos materialmente administrativos o jurisdiccionales estén fundados en normas vigentes, y que en caso de un conflicto de normas en el tiempo se aplique la que genere un mayor beneficio al particular.
Jurisprudencia (Constitucional). Tesis: 1a./J. 78/2010. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Novena Época; 162299; 10 de 21; Primera Sala Tomo; XXXIII, Abril de 2011; Pág. 285.  ] 


99. Asimismo, esta SCJN ha establecido que el principio de irretroactividad se entiende referido tanto al legislador, por cuanto a la expedición de leyes, como a la autoridad que las aplica a un caso determinado. El primero puede imprimir retroactividad al modificar o afectar derechos adquiridos con anterioridad y, el segundo, al aplicarlo, produciéndose en ambos casos el efecto prohibido por la Constitución. Ahora bien, el derecho adquirido es aquel que ha entrado al patrimonio del individuo, a su dominio o a su haber jurídico, o bien, es aquel que implica la introducción de un bien, una facultad o un provecho al patrimonio de una persona o haber jurídico; en cambio, la expectativa de derecho es una pretensión o esperanza de que se realice una situación determinada que va a generar con posterioridad un derecho; es decir, mientras que el derecho adquirido constituye una realidad, la expectativa de derecho corresponde al futuro. En estas condiciones, se concluye que si una ley o un acto concreto de aplicación no afectan derechos adquiridos sino simples expectativas de derecho no violan la garantía de irretroactividad de las leyes prevista en el precepto constitucional citado.[footnoteRef:66] [66:  Cfr. IRRETROACTIVIDAD DE LAS LEYES. NO SE VIOLA ESA GARANTÍA CONSTITUCIONAL CUANDO LAS LEYES O ACTOS CONCRETOS DE APLICACIÓN SÓLO AFECTAN SIMPLES EXPECTATIVAS DE DERECHO, Y NO DERECHOS ADQUIRIDOS. 
Tesis: 2a. LXXXVIII/2001; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Novena Época; 189448; 10 de 10; Segunda Sala; Tomo XIII, Junio de 2001; Pág. 306; Tesis Aislada (Constitucional). ] 


100. Para efectos del caso concreto, primeramente se hace notar que la aludida reforma cumplió con los tiempos que se requieren para la realización de modificaciones frente al próximo proceso electoral que inicia el 6 de diciembre de 2020 (supra párr. 7),[footnoteRef:67] de conformidad con el artículo 105, fracción II, penúltimo párrafo, constitucional que establece la prohibición de realizar modificaciones legales fundamentales durante el proceso electoral (veda electoral), lo cual garantiza el principio de certeza electoral.[footnoteRef:68] [67:  De conformidad con la ley vigente en el Estado de Baja California. Cfr. Acción de Inconstitucionalidad 83/2017 y sus acumuladas 88/2017, 89/2017, 91/2017, 92/2017, 96/2017 y 98/2017, págs. 148 a 163. Resuelta por unanimidad de que la fecha de inicio del proceso electoral a la que debe atenderte es la establecida en la ley reformada. ]  [68:  Cabe destacar que el objetivo del artículo 105 constitucional es que medie dicho rango de tiempo para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación se encuentre en condiciones de poder resolver los medios de impugnación que se presenten y tal objetivo se encuentra satisfecho en el caso concreto en atención a la delimitación de inicio del proceso electoral que realizó la autoridad competente. Cfr. A.I. 128/2020 y acumuladas.] 


101. Por su parte, esta SCJN sostuvo en la Acción de Inconstitucionalidad 29/2005, que no toda modificación trasciende negativamente en la órbita del proceso, sino sólo aquellas que fueran de magnitud que significaran una afectación esencial e imprescindible en alguna de sus etapas (jurisprudencia P./J. 98/2006). Tan es así que la Corte ha determinado que por “modificaciones fundamentales” deben entenderse aquellos actos legislativos por medio de los cuales se alteran sustancialmente disposiciones que rigen o integran el marco legal aplicable al proceso electoral; por lo que si las modificaciones son de carácter accesorio o de aplicación contingente, no producirán su invalidez (jurisprudencia P./J. 87/2007).

102. En este sentido, queda claro que el contenido de las normas impugnadas rigen a futuro; es decir para el próximo periodo electoral, por lo que al momento de la aludida modificación, aún no se actualizaba el supuesto de aplicación del anterior requisito de la separación del cargo para los funcionarios que quisieran participar en la reelección, por lo que dicho acto no se puede considerar como ejecutado. 

103. Por otro lado, tampoco resulta concluyente derivar que con la normativa anterior, se hubiera actualizado una especie de “derecho adquirido a separarse del cargo”, ya sea en potestad de los funcionarios en ejercicio o bien para los futuros candidatos que decidan participar por primera ocasión en la elección a que sus contrincantes se separen del mismo, lo que atendería más bien a una expectativa de derechos, por lo que tampoco se desprende que se haya ocasionado perjuicio a algún individuo con los supuestos contemplados en la expedición de las normas. Por el contrario, con la modificación aludida, los funcionarios que pretendan participar en la reelección continua, cuentan con la posibilidad de tener una mayor estabilidad en el cargo, lo cual resulta razonable, de conformidad con el espíritu de la reforma político-electoral del artículo 115 constitucional.[footnoteRef:69] [69:  Cfr. Acción de Inconstitucionalidad 112/2019 y sus acumuladas.] 


104. A manera complementaria, por tratarse de otra materia como la penal, se toma en cuenta lo establecido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), en el sentido que la aplicación de normas que regulan el procedimiento de manera inmediata, no vulnera el artículo 9 convencional (principio de legalidad y de retroactividad),[footnoteRef:70] debido a que se toma como referencia el momento en el que tiene lugar el acto procesal y no aquél de la comisión del ilícito penal. Es decir, la aplicación inmediata de normas que regulan el procedimiento (principio de tempus regit actum) no es contraria a los principios de legalidad e irretroactividad.[footnoteRef:71] [70:  El artículo 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que: “[n]adie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello”.]  [71:  Mutatis mutandi. Corte IDH. Caso Liakat Ali Alibux Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de enero de 2014. Serie C No. 276., párrs. 68 y 69. ] 


105. En vista de lo anterior, de los argumentos esgrimidos por la accionante no se desprenden elementos suficientes para arribar a la conclusión pretendida, por lo que tampoco se actualiza un supuesto de omisión legislativa en los términos planteados. 

106. SEXTO. Decisión 

107. En conclusión, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que los conceptos de invalidez son infundados, por lo que no resulta inconstitucional la potestad de que los funcionarios locales: Diputados, Presidente Municipal, Regidor o Síndico de un Ayuntamiento cuenten con la posibilidad de permanecer en su cargo mientras participan en la reelección continua, con las salvaguardas dispuestas en la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California.

108. Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. Es procedente pero infundada la presente Acción de Inconstitucionalidad 146/2020 y sus acumuladas 149/2020, 151/2020 y 162/2020.

SEGUNDO. Se reconoce la validez del Decreto No. 74, publicado en el Periódico Oficial del Estado de Baja California el dieciséis de junio de dos mil veinte, en términos del considerando quinto de esta decisión, la cual surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso de dicha entidad, y conforme a lo precisado en el considerando sexto de esta determinación.

TERCERO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Baja California, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido. 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:
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